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INTRODUCCION 

La Acción Penal antes de la retonna al articulo 21 Constitucional del 31 de diciembre de 

1994 era una incertidumbre para la sociedad. en virtud de que si el Ministerio Público 

consideraba que no se hablan reunido los requisitos constitucionales para el ejercicio de 

esta, muchas denuncias eran enviadas al archivo, dejando al ofendido sin medio de 

Impugnación alguno para exigir la reparación de su derecho violado, siendo que en 

algunos de los casos si se reunian dichos requisitos, pero el Ministerio Público por 

exceso de trabajo; negligencia o por considerar que los asuntos no eran de relevancia o 

trascendencia económica, politica o social no analizaba correctamente los elementos 

aportados por el ofendido, llevándose además muchísimo tiempo en la determinación del 

ejercicio o no ejercicio de la acción penal. 

Ahora con la mencionada refonna, se obliga at Ministerio Público a hacer un análisis más 

completo de los elementos aportados por el ofendido, para la tipifica_Eión del delito de 

que se trate y en un menor tiempo, ya que se menciona que si el Ministerio Público no 

ejercita acción penal cuando se considera que se han reunido todos los requisitos 

constitucionales el interesado o afectado por esa situación podrá impugnar esa 

resolución por via jurisdiccional; sin embargo en dicha reforma nunca se menciona que 

recurso o medio es el que procede ni ante qué autoridad, porque solo hace mención a 

que deberá hacerse: en los términos que establezca la ley, y las leyes de la materia no 

contemplan esta situación. 
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De ahí •• que considero de lmponanci• y trascendenci• ••te terna de TESIS. tanto para 

I• socied•d como para el Derecho, al hacer una propuast8 de que es lo que proceda en 

contra da esta No Ejercicio de la Acción Penal, por considerar que se eat* cometiendo 

una violación a los derechos de k>s ofendidos asi como la comisión de un Delito por 

parte del Ministerio Público. 



CAPITULO PRIMERO 

ANTECEDENTES HISTORICOS DEL MINISTERIO PUBLICO 

1.- ANTECEDENTES EXTRAN.JEROS 

Para et estudio de cualquier institución se debe tomar en cuenta su origen, con el fin de 

determinar si cumple adecuadamente con las funciones que te fueron encomendadas, 

atendiendo, con ello las necesidades que demanda el momento histórico en que se vive. 

El Ministerio Público es una de tas instituciones más discutidas desde su nacimiento e 

instalación en el C!lmpo del Derecho, debido por una parte, a su naturaleza singular y por 

otra, a la multiplicidad de facetas en su funcionamiento. 

Algunos pretenden encontrar sus antecedentes en la organización juridica de Grecia y 

Roma, en la Italia medieval , y ta corriente más predominante la sitúa en el derecho 

francés. 

A. Grecia. 

De acuerdo con lo primeramente anotado, se dice que et antecedente más remoto del 

Ministerio Público está en las instituciones del Derecho Griego, especialmente en el 

'"Arconte•, magistrado que en representación del ofendido y de su familia o por 

incapacidad o negligencia de éstos, lntervenfa en los juicios: sin embargo, tales 

atñbuciones son dudosas y aunque se ha insistido que entre los atenienses la 
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persecución de los delitos erw una facuttaid otorg•d• • las victimas y • sus familiares, los 

datos que obran al respecto no son suficientes para emitir un juido preciso. 

A pesar del alto grado de desenvolvimiento jurfdico • que llegaron, tanto los romanos 

como los griegos, la institución del Ministerio Público era desconocida para estos 

pueblos, quizá porque, como ya se Indicó antertonnente, la persecución de los delitos 

estaba a cargo de la vlctima y de sus famlllarea. 

En este mismo sentido se pronuncia Castillo Soberanas al set\alar que "los Arcontes de 

la antigua Grecia, eran magistrados que intervenfan en los juicios y que tenian a su 

cargo la tarea de representar a los Individuos que por algún motivo presentaban una 

reclamación en contra de sus semejantes•. 1 

Al respecto Oronoz Santana en su Manual de Derecho Procesal penal difiere de Jos 

anteriores autores al mencionar que '" En sentido universal, los más remotos 

antecedentes del Ministerio Público tal vez se pueden encontrar en el Derecho Griego, ., 

través de quienes al frente de pequer'\os grupos humanos se encargaban de denunciar 

los delitos públicos ante el Senado o bien ante la Asamblea del Pueblo, exigiendo la 

designación de un representante especifico de la comunidad. quien surgía de la misma y 

que debla llevar la voz acusatoria en tanto se dictara la sentencia". :z 

1 c..uuo Soberalne9, Miguel Angilll. EJ mono~ d9I ejw'C:k:kl o. le acaldn ,_,,.del~ PIJbko 9IJ M~ldco • Edil. lnatltuto 

fl'C::: s.ra::. ~'.~:;,~~,_ne/. m. 3e., ~. Ed. ~ Nori9g9, 1999. p. 50. 



S. Roma. 

Se dice también que •n los funcionarios llamados • Judices Cuestiones• de las Doce 

Tablas, exlstia una actividad semejante a la del Ministerio Público, porque estos 

funcionarios tenlan facultades para comprobar los hechos delictuosos, pero esta 

apreciación no es del todo exacta; sus atr1buciones características eran netamente 

jurisdiccionales. 

Castillo Soberanas nos señala que " además de los Judices Cuestiones en esta época 

se habla de los Curiosi, Statlonari, lrenarcas, Advocati Fiscl y los Procuratores Caesaris, 

mismos que tenian facultAides policiacas y persecución de los crimenes".3 

El Procurador del César, de que habla el Digesto en el Libro primero, Título 19, se ha 

considerado como antecedente de la institución, debido a que dicho Procurador, en 

representación del César. tenla facultades para intervenir en las causas fiscales y cuidar 

del orden en las colonias, adoptando diversas medidas, como la expulsión de los 

alborotadores y la vigilancia sobre éstos , para que no regresaran al lugar de donde 

hablan sido expulsados. 

En las postrtmerias del Imperio Romano se instituyeron funcionarios cuya actividad 

estaba relacionada con la justicia penal. Estos eran autoridades dependientes 

directamente del pretor y sus funciones estaban circunscritas al aspecto policiaco. 

:1 c..mo ~.Miguel Anu-f. Op. cit. p. 15. 
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•atros •utores nos aet\•lan que también en los inicios del imperio romano, en el 

acontecer de tos delitos ... acusación la podfa hacer cualquier individuo en plenitud de 

derechos ciudadanos, lo que significa que no era privativa de nadie la representación del 

pueblo o la sociedad ofendida con la comisión de un hecho delictivo: sólo con el paso del 

tiempo la acción persecutoria de los delitos dejó de ser eminentemente popular para 

encuadrarse en un marco solemne y legal, al designarse magistrados, procónsules y 

procuradores, quienes realizaban sus actividades a la par de ser recaudadores y 

administradores de tos bienes del Estado·.• 

C. tt.11• Medlev•I. 

Tampoco es posible identificar al Ministerio Público con los .. Sindici o Ministrares" 

(funcionarios Instituidos en Italia durante la Edad Media), por ser, más bien, 

colaboradores de los órganos jurisdiccionales en la presentación oficial de las denuncia e;. 

sobre los delitos. 

'"Ya en las postrimerfas de la Edad Media • aquellos que descubrfan y denunciaban 

hechos de carácter criminal fueron considerados como Ministerios de Justicia o Fiscales; 

ellos tenlan el encargo de acusar y hacer notar los delitos o excesos, según los 

testimonios que fuesen aportados·.5 

: ~ s.ntmw_ C... M. Op. cit. p. !50. 
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D. Ftancl•. 

Quienes consideran al Ministerio Público como una Institución de origen francés. 

fundamentan su afirmación en la Ordenanza de 23 de marzo de 1302. en la que 

instituyeron las atribuciones del antiguo procurador y abogado del rey como una 

magistratura encargada de los negocios judiciales de la Corona, ya que con anterioridad 

únicamente actuaban en forma particular en to concerniente a los negocios del monarca. 

Debido a que en esa época la acusación por parte del ofendido o de sus familiares 

decayó en forma notable, surgió un procedimiento de oficio o por pesquisa que dio 

margen al establecimiento del Ministerio Público, aunque con funciones limitadas, siendo 

la principal, perseguir los delitos, hacer efectivas las multas y las confiscaciones 

decretadas como consecuencia de una pena. 8 

El período de la acusación estatal, tiene su origen en las transfonnaciones de orden 

politice y social introducidas en Francia al triunfo de la revolución en 1793 y se ~funda en 

una concepción jurídico-filosófica. Las leyes expedidas por la Asamblea Constituyente 

son, sin duda alguna, el antecedente inmediato del Ministerio Público. En la Monarquía, 

las jurisdicciones formaban parte integrante de los funcionarios al servicio del Soberano 

que impartía la justicia por derecho divino y era exclusivamente al Rey, a quien 

correspondia el ejercicio de la acción penal. La Corona Regulaba las actividades 

sociales, aplicaba las leyes y perseguia a los delincuentes. 

Colln Sirlc:tmz, Gwti.nno. o.r.cho ,,,.xlcano de ~nta. ~n••. 13a . .O., Ed Pom'.Mi, ""'IClco, 1 ia92.. 
pp, 87y88. 
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SI es verdad que el Ministerio Público naci6 en Francia, no fue el que conocieron y 

perfeccionaron en la segunda República, las Ilustres figuras de León Gambetta y de Julio 

Simón. Los Procuradores del Rey, son producto de la Monarqula francesa del siglo XIV y 

se crearon para la defensa de los Intereses del Prfnclpe. Hubo dos funcionarios reales: 

El Procurador del Rey y el Abogado del Rey que atendla el litigio en los asuntos en que 

se interesaba al Monarca o las personas que estaban bajo su protección. Consecuentes 

con las ideas imperantes, el Procurador y Abogado del Rey obraban de conformidad con 

las instrucciones que recibfan del Soberano. 

La Revolución Francesa, al transformar las instituciones monárquicas, encomienda las 

funciones reservadas al Procurador y al Abogado del Rey, a Comisarios encargados de 

promover la acción penal y de ejercitar las penas y a los acusadores públicos que deblan 

mantener la acusación en el juicio. Sin embargo, la tradición pesa aún en el ánimo del 

pueblo en la Ley del 22 B-rumario, Ai'\o VIII, se restablece el Procurador General que 

conserva en las leyes Napoleónicas de 1808 y 1810, y por le)" del 20 de abril de 1810, el 

Ministerio Público queda definidamente organizado como institución jerárquicc 

dependiente del Poder Ejecutivo. Las funciones que se le asignan en el Derecho 

Francés son de requerimiento y acción. Carece de las funciones instructoras reservadas 

a las jurisdicciones, pero esto no significa que se le desconozca cierto margen de 

libertad para que satisfaga determinadas exigencias legales que le son indispensables 

para el cumplimiento de su cometido. 

Al principio, el Ministerio Público francés estaba dividido en dos secciones: Una para los 

negocios civiles y otra para los negocios penales, que correspondían según las 

disposiciones de la Asamblea Constituyente, al Comisario del Gobierno o al acusador 
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público. En el nuevo sistema. se fusionaron las dos secciones y se estableció que 

ninguna jurisdicción estaría completa sin la concurrencia del Ministerio Público. En la 

Primera República, en medio del torbellino de pasiones, la institución se mantuvo 

inconmovible y lo mismo sucede en el Primer Imperio, obteniendo su máxima definición 

en la Segunda República, al reconocerse su independencia con relación ar Poder 

Ejecutivo. 

El Ministerio Público francés tiene a su cargo ejercitar la acción penal, perseguir, en 

nombre del Estado, ante la jurisdicción penal, a los responsables de un delito, intervenir 

en el periodo de ejecución de sentencias y representar a los incapacitados, a Jos hijos 

naturales y a los ausentes. En los crímenes interviene de manera preferente, sobre todo 

cuando estima que se afectan los Intereses públicos; en los delitos y en las 

contravenciones, sólo actúa de manera subsidiaria. Se distinguen con claridad las 

funciones encomendadas al Ministerio Público y a la Policía Judicial. 

La legislación francesa ha establecido una incompatibilidad absoluta entre las funciones 

de acción y requerimiento que constituyen el ejercicio de Ja acción penal y las funciones 

de la Policía Judicial que comprenden la investigación previa. Sólo interviene el 

Procurador del Rey, en el desarrollo de Jos procesos verbales de una manera 

excepcional, cuando se trata de crímenes flagrantes, con el fin de evitar que se 

destruyan las pruebas, y su intervención se reduce a la práctica de las diligencias más 

indispensables para comprobar el cuerpo del delito y tomar declaraciones de Jos testigos 

presenciales, debiendo dar inmediato aviso al Juez de instrucción en tumo. Cuidó el 

legislador de evitar que el Ministerio Público invadiese las funciones encomendadas a la 

jurisdicción. Sólo al Procurador del Rey y a sus substitutos se les confiere 
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person•lmente eataa atribuciones. Loa dem41s funcionarios del Ministerio Público, como 

el Fiscal General y loa Abogados Fiscales y substitutos. no pueden desempeñar 

funciones de Polici• Judici•I, sino de control y vigilancia en las actuaciones que se 

practiquen. La Investigación de los delitos, se ejerce bajo la autoridad de los tribunales, 

pero siempre bajo la vigilancia del procurador. 

La institución no pennanació estática sino por el contrario ha sido objeto de una 

constante evolución en el Derecho Francés. 7 

E. E•palla. 

Los lineamientos generales del Ministerio Público francés fueron tomados por el Derecho 

español modemo. Desde la época del •Fuero .Juzgo• habia una magistratura especial, 

con facultades para actuar ante los tribunales cuando no hubiera un interesado que 

acusara al delincuente; este funcionario era un mandatario particular del Rey en cuya 

actuación representaba al monarca. 

En la .. Novísima Recopilación, Libro V , Titulo XVII, se reglamentaron las funciones del 

Ministerio Fiscal. En las Ordenanzas de Medina (1489) se menciona a los fiscales; 

posteriormente, durante el reinado de Felipe 11, se establecen dos fiscales: uno para 

actuar en los juicios civiles y otro en los criminales. 

En un principio, se encargaban de perseguir a quienes cometian infracciones 

relacionadas con el pago de contribución fiscal, multas o toda pena de conf"rscación; más 

., Frmnc:o VW. • .J09oll. Ellillinlis'9f1o PIJMco Fed9ral. Ed. Porrúim, Mi6xieo, 1&e5, pp. 13-17. 
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tarde. fueron facultados para defender la jurisdicción y el patrimonio de la Hacienda 

Real. 

Posteriormente el Procurador Fiscal fonn6 parte de la •Real Audiencia·, interviniendo, 

fundamentalmente, a favor de las causas públicas y en aquellos negocios en los que 

tenfá interés la Corona; protegia a los Indios para obtener justicia, tanto en Jo civil como 

en lo criminal; defendía la jurisdicción y el patrimonio de la Hacienda Real y también 

integraba el Tribunal de la inquisición. 

En este tribunal figuró con el nombre de Promotor Fiscal, llevando la voz acusatoria en 

los juicios: y para algunas funciones especificas del mismo, era el conducto entre éste y 

el rey, a quien entrevistaba comunicándole las resoluciones que se dictaban. 8 Franco 

Villa en su libro del Ministerio Público Federal nos menciona que además del Procurador 

Fiscal existieron el Abogado General y los Procuradores Generales. 11 

2. ANTECEDENTES EN MEXICO DEL MINISTERIO PUBLICO. 

Con referencia a la evolución histórica del Ministerio Público en México, es conveniente 

atender al desarrollo político y social de la cultura prehispánica residente en el territorio 

nacional, destacando en forma principal la organización de los aztecas, puesto que de 

los estudios realizados por prestigiados autores, se desprende que la fuente de nuestras 

instituciones jurfdicas no debe buscarse únicamente en el antiguo Derecho Romano y en 

el Derecho Espar'\ol, sino también en la organización jurídica de los aztecas. 
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A.0-hoAztec•. 

Entre tos mztecais imperwba un sistema de normas para regular el orden y sancionar toda 

conducta hostil a las costumbres y usos sociales. 

El Derecho no era escrito, sino más bien, de carácter consuetudinario, en todo se 

sujetaba al régimen absolutista a que en materia politica habia llegado el pueblo azteca. 

El poder del monarca se delegaba en sus distintas atribuciones a funcionarios 

especiales, y en materia de justicia, el "Cihuacoatl" es et fiel reflejo de tal afirmación. El 

"Cihuacoatl" desempenaba funciones muy peculiares: auxiliaba al "Hueytlatoani•, vigilaba 

la recaudación de los tributos; por otra parte, presidia el Tribunal de Apelación; además, 

era una especie de consejero del monarca a quien representaba en algunas actividades, 

como la preservación del orden social y militar. 

Otro funcionario de gran relevancia fue el "'Ttatoan1•, quien representaba a la divinidad 

gozaba de libertad para disponer de la vida humana a su arbitrio. Entre sus facultades, 

reviste importancia ta de acusar y perseguir a los delincuentes, aunque generalmente la 

delegaba en tos jueces, quienes auxiliados por los alguaciles y otros funcionarios, se 

encargaban de aprehender a los delincuentes. 

Don Alfonso da Zurita, oidor de la Real Audiencia de México, en relación con tas 

facultades del ""Tlatoani• ser.ala, qua éste en su carácter de suprema autoridad en 

materia de justicia, en una especie de interpelación al monarca cuando terminaba ta 

ceremonia de la coronación, decía: "' ... Habéis de tener gran cuidado de las cosas de la 
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guern1, hllb6is de velar y procurar de castigar los delincuentes, asr set'iores como los 

demás, y corregir y enmendar los inobedientes ... •. 

Es preciso hacer notar, que la persecución del delito estaba en manos de los jueces por 

delegación del '"Tlatoan1·, de tal manera que las funciones de éste y las del .. Cihuacoau· 

eran jurisdiccionales. por lo cual, no es posible ldentificar1as con las del Ministerio 

Público, pues si bien el delito era perseguido, esto se encomendaba a los jueces, 

quienes para ello realizaban las Investigaciones y aplicaban el derecho. 10 

B. Epoca Colon/al. 

Durante la época colonial, las instituciones del Derecho Azteca sufrieron una honda 

transformación al realizarse la conquista y poco a poco fueron desplazadas por los 

nuevos ordenamientos jurfdicos traídos de Espar"la. 

El choque natural que se produjo al realizarse la conquista, hizo surgir infinidad de 

desmanes y abusos de parte de funcionarios y particulares y también, de quienes 

escudándose en la prédica de la doctrina cristiana, abusaban de sus investiduras para 

cometer atropellos. 

En la persecución del delito imperaba una absoluta anarquia, autoridades civiles, 

militares y religiosas invadian jurisdicciones, fijaban multas y privaban de la libertad a las 

personas, sin más limitación que su capricho. 

'º Colln 5*tchaz. Gulflermo. Op. cit. pp. 94 y 915. 
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T•I estado de cosas se pretendió '9medl•r • trav6s de las Leyes de Indias y de otros 

ordenamientos jurfdicos. ea .. blec:Wlndose la obligación de respetar las nonnas jurídicas 

de los •1ndlos"", su gobiemo, policfa, usos y costumbres, siempre y cuando no 

contravinieran al Derecho hispano. 

La persecución del delito en esta etapa, no se encomendó a una institución o funcionario 

en particular; el Virrey, los Gobemadores, las Capitanias Generales, los Corregidores y 

muchas otras autoridades, tuvieron atribuciones para ello. 

Como la vida juridica se desenvolvfa teniendo como jefes en todas las esferas de la 

administración pública a personas designadas por los Reyes de España o por los 

Virreyes, Corregidores etc., los nombramientos siempre recafan en sujetos que los 

obtenían mediante Influencias potftlcas, no dándose ninguna Injerencia a los .. indios" para 

actuar en ese ramo. No fue sino hasta el 9 de octubre de 1549, cuando através de una 

cédula real se ordenó hacer una selección para que los "indios" desempeñaran los 

puestos de jueces, regidores, alguaciles, escribanos y ministros de justici,· 

especificándose que la justicia se administraba de acuerdo con los usos y costumbres 

que hablan regido. 

De acuerdo con lo anterior, al designarse .. alcaldes indios·, éstos aprehendían a los 

delincuentes y los caciques ejercían jurisdicción criminal en sus pueblos, salvo en 

aquellas causas sancionadas con pena de muerte, por ser facultad exclusiva de las 

audiencias y gobernadores. 
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Diverso• tribunales apoyados en factores religiosos, económicos, sociales y políticos, 

trataron de encausar la conducta de los •indios• y espat'loles: la Audiencia, como el 

Tribunal de la Acordada y otros tribunales especiales, se encargaron de perseguir et 

dellto.11 

El establecimiento del Ministerio Público en México tiene hondas ralees en la institución 

Promotoria Fiscal que existió durante el Virreinato. La Promotorfa fue una creación del 

Derecho Canónico, que nació con las jurisdicciones eclesiásticas y que de ahl paso a las 

jurisdicciones laicas. La Fiscalía fue conocida desde el Derecho Romano. Fisco , viene 

de la palabra latina .. Fiscus'", que significa cesta de miembre, porque era costumbre entre 

los romanos guardar el dlriero en cestos, pero particularmente se usó esta palabra para 

designar el tesoro del Principe y distinguirlo del tesoro público que se llamaba Erario. 

Después, ambos términos se usaron de manera sinónima, pero al establecerse las 

Promotorfas en las jurisdicciones laicas se entendió que sus funcionarios obraban en 

nombre y representación del Monarca y en defensa de sus Interés. 

La Promotoria Fiscal fue una institución organizada y perfeccionada por el Derecho 

Espario1. Desde las Leyes de Recopilación, se menciona al Promotor o Procurador 

Fiscal, que no Interviene en el proceso sino hasta la Iniciación del plenario. Felipe 11, en el 

año de 1565, se preocupó por su perfeccionamiento y dictó disposiciones para 

organizarte, pero se advierte que la Institución no constituye una magistratura 

independiente, y si Interviene el promotor en el proceso, es formando parte integrante de 

las jurisdicciones. Se le cita en la ordenanza del 9 de mayo de 1587 que fue reproducida 

en México por Ley de a de junio de 1823, creándose un cuerpo de funcionarios fiscales 

11 lbld8mpp.95y98. 
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en los tribunales del crimen. El .Juez disfrutaba de libertad ilimitada en la dirección del 

proceso y el Fiscal sólo intervenia par. fonnular su pliego de acusación.12 

En lo concerniente al Promotor Fiscal. nos menciona Colín Sánchez "que éste lleva la 

voz acusatoria en los juicios que realizaba la Inquisición, siendo el conducto entre ese 

tribunal y el Virrey, a quien entrevistaba comunicándole las resoluciones del tribunal y la 

fecha de celebración del auto de fe; también denunciaba y perseguía a los herejes y 

enemigos de la Iglesia. 13 

España, que impuso en México colonial su legislación, estableció su organización por lo 

que respecta al Ministerio Público. La Recopilación de Indias, en ley dada el 5 de octubre 

de 1626 y 1632, ordenaba .. Es nuestra merced y voluntad que en cada una de las reales 

audiencias de Lima y México haya dos fiscales; que el más antiguo sirva la plaza, en 

todo lo civil, y el otro en lo criminal·. 

Cuando en la antigua y Nueva España se estableció el régimen constitucional, !;­

Constitución ordenó que a las Cortes correspondía fijar el número de Magistrados que 

hablan de componer el tribunal Supremo (hoy Suprema Corte), y las Audiencias de la 

Penfnsula y de Ultramar; lo que realizó el Decreto de 9 de octubre de 1812, que 

ordenaba que en la audiencia de México hubiera dos fiscales., .. 

Al seguir el movimiento de Independencia y una vez que ésta fue proclamada, la 

Constitución de Apatzingan de 22 de octubre de 1814 reconoció la existencia de dos 
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fiscales auxiliares de la administración de justicia: uno para el ramo civil y otro para el 

criminal -al igual que en la Recopilación de Indias- , y su designación estaña a cargo del 

poder Legislativo, a propuesto del Ejecutivo, durando en su cargo 4 anos. 15 

Conforme a la Constitución de 1824, se crea la división de poderes. La Suprema Corte 

se establece con once Ministros y un Fiscal, equiparando su dignidad a la de los 

Ministros. 1• 

La Ley de 14 de febrero de 1826 reconoce como necesaria la intervención del Ministerio 

Fiscal en todas las causas criminales en que se interese la Federación, y en los 

connictos de jurisdicción para entablar o no el recurso de competencia; haciendo, por 

último, necesaria la presencia de este funcionario en las visitas semanarias de las 

cárceles. 

El Decreto de 20 de mayo de 1826 es el que más pormenorizadamente habla del 

Ministerio Fiscal. si bien nada dice de los agentes. La Ley de 22 de mayo de 1834 

menciona la existencia de un Promotor Fiscal en cada Juzgado de Distrito, nombrado 

como el de Circuito y con las mismas funciones.17 

Las Leyes Constitucionales de 1836, además de considerarlo como en la Constitución de 

1824, establecieron su inamovilidad. Las Bases Orgánicas del 12 de junio de 1843 a su 

vez, produjeron el contenido de las anteriores. 

: ~~c¡~ .. ÓP.r:r .. p.Hs. 
'" castro • .J\N9ntlno V. Op. cit., p. 7 
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En l•s Bases para 1• Administración de la Repübllca hasta la promulgación de la 

Constitución, elaboradas por don Lucas Alamán y publicadas el 22 de abril de 1853 

dun1nte la dictadura de Santa Anna. •• estableció: 

"'Para que los intereses nacional•• sean convenientemente atendidos en los negocios 

contenciosos que se versen sobre ellos, ya estén pendientes o se susciten en adelante, 

promover cuanto convenga a la Hacienda Pública y que se proceda en todos los ramos 

con los conocimientos necesarios en puntos de Derecho, se nombrará un Procurador 

General de la Nación, con sueldo de cuatro mil pesos, honores y condecoración de 

Ministro de la Corte Suprema de Justicia, en la cual y en todos los tribunales superiores, 

será recibido como parte por la Nación, y en los inferiores cuando lo disponga asi el 

respectivo Ministro, y además despachará todos los informes en Derecho que se le 

pidan, por el gobierno. Será movible a voluntad de éste y recibirá instrucciones para sus 

procedimientos, de los respectivos ministros·. (Art. 9). 

Castillo Soberanas menciona en su libro que "la Ley Lares de 6 de diciembre de 185:-' 

organiza al Ministerio Fiscal como institución del Poder Ejecutivo·. 18 

Durante el gobierno del presidente Comonfort se dictó la ley de 23 de noviembre de 

1855, en la cual se dio injerencia a los fiscales para que intervinieran en los asuntos 

federales, en esta misma ley se establece que los fiscales no podian ser recusados, y 

más tarde se les extendió, por Decreto de 25 de abril de 1851, a los Juzgados de 

Distrito. 

t• Catlla Sob9r8nee, M6g\l9A Angllll. Op. C.., p. 17. 
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En 1• Constitución de 1857 se establece • la Suprema Corte con once Ministros 

propietarios. cuatro supernumerarios, un Fiscal y un Procurador General: es la primera 

vez que •• instituye la figura del Procurador General, distingui6ndola de la del Fiscal. 1111 

En esi. Constitución continuaron los Fiscales con igual categoria que los Ministros de la 

Corta, pasa a que en el proyecto da la Constitución se mencionaba al Ministerio Público, 

para que en representación de la sociedad promoviera la Instancia, esto no llego a 

prosperar porque se consideró que el particular ofendido por el delito no debía ser 

substituido por ninguna Institución, ya que este derecho correspondfa a los ciudadanos, 

además, independizar al Ministerio Público de los órganos jurisdiccionales retardarla la 

acctón de la justicia, pues se verlan obligados a esperar que el Ministerio Público 

ejercitara la acción penal. 20 

Se propuso que el ciudadano, al igual que el Ministerio Público, podia ejercitar la acción 

penal sin que significase que la institución tuviese el monopolio exclusivo de ta acción 

penal. Esta propuesta fue rechazada porque no se querla privar al ciudadano de su 

derecho de acudir ante tos tribunales, quebrantando con ello los principios filosóficos 

sustentados por el individualismo, según se dijo al final de la discusión.21 

Como de ta discusión entablada en el Constituyente no se llego a un acuerdo favorable, 

se rechazó la idea y en cambio, fueron constituidos los fiscales en el orden Federal. 

El Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, expedida el 29 de julio de 

1862 por el Presidente de la República, don Benito Juárez, estableció que el Fiscal 

: =· 5*nehaZ. ~. Op. cit., p. 97. 

ª' CR. por eastmo ~. Mlgu9I AngM. El Monopolo del E}8reido dll' M Aadn Pene/ d8l Míníst9no Ptlblco en M•.OCO. 
~del~.Jurl~. UNAM. MUlco.1992, p.17. 
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adscrito • I• Suprema Corte fuera oido en todas las causas criminales o de 

responsabilidad. en los negocios relativos a jurisdicción y competencia de los tribunales y 

en las consultas sobre dudas de la Ley. siempre que él lo pidiera o la Corte lo estimara 

oportuno. 

Como se menciono con anterioridad , se hablaba de un Procurador General. el cual seria 

o[do por la Cone para aquellos problemas en tos que resultara afectada la Hacienda 

Pública. ya sea porque se cometiera un delito en contra de los intereses de ésta o 

porque resultaran afectados por algún otro concepto los fondos _de los establecimientos 

públicos.22 

La Ley de Jurados del 15 de junio de 1869 expedida por Benito Juárez, establece en sus 

articulas 4o y So, tres Promotorias Fiscales para los .Juzgados de lo criminal que tienen 

la obligación de promover todo lo conducente en la investigación de ta verdad, 

interviniendo en los procesos, desde el auto de formal prisión. Los Promotores Fiscales 

representan a la parte acusadora y los ofendidos por el delito pueden valerse de ellos 

para llevar las pruebas al proceso, y en los casos en los que no estuviesen de acuerdo 

con el Promotor Fiscal, solicitarán que se tes reciban las pruebas de su parte y el Jue;: 

las admitirá o rechazará, bajo su responsabilidad.23 

Los Promotores Fiscales a que se refiere la Ley de Jurados de 1869, no pueden 

reputarse como verdaderos representantes del Ministerio Público: su intervención es nula 

en el Sumario porque el ofendido por el delito puede suplirte y su independencia es muy 
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discutible. Actuaban ante el -lurado Popular al abrirse el Plenario, para fundar su 

acusación. y entre los requisitos de la ley. para la designación de Promotores Fiscales, 

se set\alaba la habilidad en la oratoria. Confusamente se empleaban los términos de 

Promotor Fiscal o Representante del Ministerio Públlco. 2
• 

Se Promulga el primer Código de Procedimientos Penales -el 15 de septiembre de 1880-

en el que se establece una organización completa del Ministerio Público, asignándole 

como función la de promover y auxiliar a la administración de justicia en sus diferentes 

ramas, sin reconocer el ejercicio privado de la acción penal.25 

En este Código de 1880 y en el de 1894, se concibe al Ministerio Público como: "una 

magistratura instituida para pedir y auxiliar la pronta administración de justicia, en nombre 

de la sociedad y para defender ante los tribunales los intereses de ésta". También se 

menciona a la Policía Judicial para la Investigación del delito y la reunión de las 

pn.1ebas.29 

En el Código de 1880, los medios empleados para incoar el procedimiento criminal, eran 

la denuncia o la querella. La pesquisa general y la delación secreta que fueron de uso 

frecuente en el país, quedaron prohibidas. Se adopto en la nueva codificación la teoría 

francesa al establecerse que en los delitos perseguibles de oficio, el Ministerio Püblico, 

sin pérdida de tiempo, requerirá la intervención del Juez competente del Ramo Penal, 

para que Inicie el procedimiento. El Ministerio Público desempeñaba tas funciones de 

acción y requerimiento, como en la doctrina francesa. lntervenia como miembro de la 

~ -.... 
• c..tro, .J~ino V. Op. Ot., p. D 
• Colln s•r.ctwz, Gull..,rmo. Op. cit .• p. 101. 
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Pallcla Judicial en la lnvestig•ción de los delitos hasta ciertos limites. Al Ministerio 

Público le correspondl• perseguir y acus•r ante los tribunales a los responsables de los 

delitos y vigilar por la ejecución puntual de las sentencias; no tenia la función 

lnvestigatoria por ser de ta incumbencia de la Pollcla Judicial. El ofendido por el delito o 

cualquier persona que hubl••• tenido conocimiento da su comisión, tenia el deber de 

ponerte en conocimiento del Juez competente, del representante del Ministerio Público o 

de alguno de los funcionarios que, conforme a la lay, tenia atribuciones de Policía 

Judicial. El Juez iniciaba de oficio el Procedimiento sin esperar a que to requiriera el 

Ministerio Público que, en todo caso deberla ser citado; perq sin su presencia, la 

autoridad judicial podia practicar las diligencias necesarias, recogiendo todos los medios 

de prueba que estime convenientes y haciendo todas las investigaciones tendientes al 

descubrimiento de la verdad. En cuanto al ofendido, en delitos perseguibles de oficio, 

podía desistirse de la acción intentada, sin que su desistimiento impidiese que el 

Ministerio Público continuase el ejercicio de la acción penal. En los delitos perseguibles 

por querella, el perdón del ofendido extfnguia la responsabilidad penal y el Ministerio 

Público no podia pretender que continuase el procedimiento, a menos que ya se 

hubiesen formulado conclusiones, porque entonces el desistimiento del ofendido sólo 

producia el efecto de extinguir la acción sobre responsabilidad civil, con excepción del 

delito de adulterio en que ambas acciones se extinguian. 

El segundo Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal del 22 de mayo 

de 1894, conservó la estructura del Código anterior corrigiendo los vicios advertidos en la 

práctica; pero con tendencia a mejorar y fortificar la institución del Ministerio Público y a 

reconocer la autonomia e influencia propias en el Procedimiento Penal.27 

:P Ftw'ICO ""'-• .JoMo. Op. cit., pp. 51..S. 



23 

Con fecha e de noviembre de 1896, propuso el Ejecutivo al Congreso un proyecto de 

refonnaa constitucionales a fin de que se estructurara en fonna más eficiente el 

Ministerio público en el ámbito Federal, set\alando la órbita de atribuciones de cada uno 

de sus miembros, requisitos, deberes y responsabilidades sustentadas en una sólida 

base constitucional.28 

En la refonna constitucional llevada a cabo el 22 de mayo de 1900, quedó establecido: 

"la Suprema Corte de Justicia se compondrá de quince Ministros y funcionará en 

Tribunal Pleno o en Sala, de la manera que establezca la ley .. (art. 91). "'La Ley 

establecerá y organizará los tribunales de Circuito, los Juzgados de Distrito y el Ministerio 

Público de la Federación Los funcionarios del Ministerio Público y el Procurador 

General de la República que ha de presedirlo, serán nombrados por el Ejecutivo" (art. 

96).29 En relación con esta reforma constitucional, se suprimen de la composición de la 

Suprema Corte de Justicia al Fiscal y al Procurador General, y se crea al Ministerio 

Público. 

El 12 de septiembre de 1903 se expide la primera Ley Orgánica del Ministerio Público 

para el Distrito Federal y Territorios Federales, en esta se pretende dar una relevancia 

fundamental al Ministerio Público e inspirándose para ello en la organización de la 

institución francesa, se le otorga la personalidad de parte en el juicio. De los preceptos 

de esta ley se desprende el intento de imprimirle un carácter institucional y unitario, en tal 

forma que el Procurador de Justicia, representa a la institución. 30 En el articulo primero 

se expresa que el Ministerio Público en et Fuero Común, representa el Interés de la 

• Oronoz s.ntarw. e.no. M. Op. cit., p. 51. 
: ~:. S6nc:MZ, Gutnenno. Op. cit., p.101. 
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sociedad ante los Tribunales del propio Fuero, estando encomendado su ejercicio a los 

funcionarios que la ley designe. Se Faculta al Poder Ejecutivo Federal, para nombrar al 

funcionario del Ministerio Público o encomendar a los particulares la representación del 

gobierno para que gestionen a nombre de éste, ante los tribunales, lo que juzgasen 

conveniente. En el articulo tercero se enumeran las funciones que corresponden a la 

institución, entre los que se destacan tas relativas a su intervención en los asuntos en 

que se afecta al Interés público y de los incapacitados y el ejercicio de la acción penal, 

quedándoles supeditados en estas funciones tanto los agentes de la Policía Judicial 

como la Policía Adminlstratlva.31 

En cuanto a la Ley Orgánica del Ministerio Público Federal, ésta se expide el 16 de 

diciembre de 1908, y establece que el Ministerio Público Federal es una institución 

encargada de auxiliar a la Administración de Justicia en el orden Federal; de procurar la 

persecución, investigación y represión de los delitos de la competencia de los tribunales 

federales, y de defender los Intereses de ta Federación ante la Suprema Corte r1~ 

Justicia, Tribunales de Circuito y Juzgados de Circuito. Se establece que el Procur;::id, 

General, asi como los funcionarios del Ministerio Público. Oependlan inmediata y 

directamente del Poder Ejecutivo por conducto de la Secretarla de Justicia.32 

C. Constitución de 1917. 

La Institución del Ministerio público, tal como la encontramos en la actualidad, se debe a 

los articulas 21 y 102 de la Constltución Politlca de 5 de febrero de 1917, en donde se 

: 6:::~.0.:~:;::;.0p.cll .. p.19. 
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nteenoce el monopolio de la acción penal por el Estado. ya que la encomienda a un sólo 

órgano: el Ministerio Público. 

Con estas disposiciones se quita a los jueces la facultad que tenían de seguir de oficio 

todo proceso, con lo que se separa al Ministerio público del modelo francés y de las 

funciones de policia judicial que antes tenla asignadas, pues se desvincula al Ministerio 

Público del juez de instrucción y lo organiza como un organismo autónomo e 

independiente del Poder Judicial, con las atribuciones exclusivas de investigación y 

persecución del delito, así como el mando de la policta judicial. 33 

Para poder expresar con claridad cuál fue el motivo de esta nueva orientación, es 

necesario exponer las razones en que se fundó don Venustiano Carranza en la 

exposición de motivos presentada en el Congreso Constituyente el 1 o de diciembre de 

1916 con relación al articulo 21. Decfa el primer Jefe del Ejecutivo Constituclonallsta: 

El articulo 21 de la Constitución de 1857, dio a la autoridad administrativa la facultad de 

imponer como corrección hasta quinientos pesos la multa, o hasta un mes de reclusión 

en los casos y modos que expresamente determine la ley, reservando a la autoridad 

judicial la aplicación de ras penas. Este precepto abrió anchisima puerta al abuso, pues 

la autoridad administrativa se consideró siempre en posibilidad de imponer 

sucesivamente y a su voluntad, por cualquiera falta Imaginaria, un mes de reclusión, mes 

que no terminaba en mucho tiempo. La refonna que sobre este particular se propone, a 

la vez confinna a los jueces la facultad exclusiva de imponer penas, sólo concede a la 

autoridad administrativa castigar la infracción de los reglamentos de policla, que por 

- ll»d9m, p. 20. 
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regla general sólo da lugar • penas pecuniarias y no a reclusión, la que únicamente se 

impone cuando el infractor no puede pagar la multa. 

Pero la reforma no se detiene alli, sino que propone una innovación que de seguro 

revolucionará completamente el sistema procesal que durante tanto tiempo ha regido en 

el pals, no obstante todas sus Imperfecciones y deficiencias. Las leyes vigentes, tanto en 

el orden federal como en el común han adoptado la Institución del Ministerio Público, 

pero tal adopción ha sido nominal, porque la función asignada a los representantes de 

aquél, tiene carácter meramente decorativo para la recta y pronta administración de 

justicia. Los jueces mexicanos han sido, durante el periodo corrtdo desde la consumación 

de la Independencia hasta hoy, Igual a los jueces de la época colonial: ellos son los 

encargados de averiguar los delitos y buscar las pruebas, a cuyo efecto siempre se han 

considerado autorizados a emprender verdaderos asaltos contra los reos, para obliga nos 

a confesar, lo que sin duda alguna desnaturaliza las funciones de la judicatura. La 

sociedad entera recuerda horrorizada los atentados cometidos por los jueces que 

ansiosos de renombre, velan con positiva fruición que llegase a sus manos un preces< 

que les permitiera desplegar un sistema completo de opresión, en muchos casos contra 

personas inocentes, y en otros contra la intranquilidad y el honor de las familias, no 

respetando, en sus inquisiciones, ni las barreras mismas que terminantemente establecía 

la ley. La misma organización del Ministerio Público, a la vez que evitará ese sistema 

procesal tan vicioso, restituyendo a los jueces toda la dignidad y toda la responsabilidad 

de la magistratura, dará al Ministerio público toda la importancia que le corresponde, 

dejando exclusivamente a su cargo la persecución de los delitos, la búsqueda de los 

elementos de convlcc16n, que ya no se hará por procedimientos atentatorios y 

reprob•doa, y i. -s>r8henaión de los delincuentes. Por otra parte el Ministerio Público, 
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con la pollcia judicial represiva a su disposición. quitará a los presidentes municipales y a 

la policia común la posibilidad que hasta hoy han tenido de aprehender a cuantas 

personas juzgan sospechosas, sin más méritos que su criterio particular. Con la 

institución del Ministerio Público, tal como se propone, la libertad individual quedará 

asegurada; porque segUn el articulo 16, nadie podrá ser detenido sino por orden de la 

autoridad judicial, la que no podrá expedirla sino en términos y con los requisitos que el 

mismo articulo exige.:M 

Al presentarse para su discusión el articulo 21 en et seno del Congreso, se turnó a una 

comisión Integrada por los diputados, general Francisco J. Múgica, Luis G. Monzón, 

Enrique Recio y licenciados Alberto Román y Enrique Colunga, para que presentaran su 

dictamen. El texto primitivo del proyecto enviado por el Primer Jefe, se hallaba redactado 

en los siguientes términos: La Imposición de las penas es propia y exclusiva de la 

autoridad judicial. Sólo incumbe a la autoridad administrativa, el castigo de las 

infracciones de los reglamentos de policla y la persecución de los delitos por medio del 

Ministerio Público y de la Policía Judicial que estará a la disposición de éste." Las ideas 

asi expuesta resultaban confusas; pero la comisión, en el dictamen formulado de 30 de 

diciembre de 1916, interpretó el sentir de la Primera Jefatura que no fue otro que quitar a 

los jueces su carácter de Policia Judicial e hizo resaltar la importancia de la institución 

poniéndola bajo el control y vigilancia del Ministerio Público. Los comisionados hicieron 

notar ta vaguedad que había en la redacción del articulo 21 del proyecto, pues se 

entendía que era la autoridad administrativa la encargada de perseguir los delitos por 

medio del Ministerio Público, lo que hubiera originado que la averiguación previa 

continuase en manos de autoridades inferiores, resultando contrario a las ideas 

M V6-•0Wio et. k:re Qebmt-o.t Congreeo Con.tttuyente 1918-1917. tomo 1, pp. 390 y 391. 



28 

expresadas en la exposición de motivos. Los comisionados estimaron que la redacción 

del precepto debla ser a la Inversa, correspondiendo al Ministerio Público el ejercicio de 

la acción penal y la persecución de los delitos ante los tribunales y a la vez, ser et órgano 

de control y de vigilancia de la Policfa Judicial en la investigación de los delitos. 

Indicaban que: "'Desarrollando nuestra opinión acerca de la Policía Judicial, creemos que 

cualquiera que sea la fonna en que la organicen los Estados, en uso de su soberanía, 

siempre habrá la necesidad que las autoridades principales además de sus propias 

funciones, ejerzan funciones de Policia Judicial, siendo auxiliares del Ministerio Público, 

en el cumplimiento de sus obligaciones, pero en ejercicio de tales funciones, deben 

quedar subalternada al Ministerio Público ... Era claro el pensamiento de la Comisión al 

entender que la Policla Judicial desempeñaba una función pública encomendada a las 

autoridades administrativas, cuando las necesidades lo ameritaran, pero sujeta al control 

y a la vigilancia del Ministerio Público, con el propósito de evitar que las actas de policla 

se siguiesen levantando de manera arbitraria en perjuicio de los ciudadanos. Por ello 

propuso que el articulo 21 quedase redactado en los siguientes términos: .. La autoridad 

administrativa ejercerá las funciones de Policla Judicial que le imponen las leyes. 

quedando subalternada al Ministerio Público en lo que se refiere exclusivamente al 

desempeño de dichas funciones.· Iniciada la discusión, fue el señor diputado Don Félix 

F. Palavlcini quien llamó la atención a la Asamblea sobre la importancia que tenia la 

creación de la Policía Judicial en el proyecto del Primer Jefe, indicando que se trataba de 

una policia judicial especial que la Comisión no habla tomado en cuenta. El comisionado 

Mügica expresó que fue necesario hacer algunas modificaciones al texto primitivo, 

porque resultaba contradictorio con las ideas contenidas en la exposición de motivos. El 

diputado Alberto M. González, hizo notar que la idea de la Primera Jefatura no era 

establecer una policía judicial especial, y con ciara visión del problema, el sei'\or diputado 
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Don Paulina Machorro Narváez, observó que la discusión se habfa desviado por una 

mala interpretación. que la autoridad administrativa y el Ministerio Público son entidades 

distintas, lo que resulta inexacto porque el Ministerio Público es parte de la autoridad 

administrativa y el proyecto del Primer Jefe no hace sino establecer el órgano de la 

autoridad administrativa a quien se encomiendan las funciones de Policía Judicial. Por 

último, Don .José Natividad Macías, que formo parte en la redacción del Proyecto de 

Constitución, hizo una relación del organismo juridlco del proyecto del presidente, y 

partiendo del principio de que después de consumada la independencia de México y 

reconocida la soberanía del pueblo y Ja división de poderes el Poder Judicial de hecho, 

siguió formando parte integrante del Poder Ejecutivo, expresó que al reconocerse en 

México la institución del Ministerio Público, su intervención en los procesos fue 

solamente nominal y sus funcionarios no hacían más que cruzarse de brazos para que el 

Juez practicase todas la diligencias; que el Código de Procedimientos Penales de 1894, 

fue tomado del Código de Instrucción Criminal de la República Francesa, donde se 

comprende al Ministerio Público, como miembro de la Policía Judicial, en una forma 

completamente confusa. 

Retirado el articulo 21 por la comisión con el objeto de modificarte de conformidad con el 

sentir de la Asamblea, se presentó en la sesión celebrada el 12 de mayo de 1917, con la 

siguiente redacción: "También incumbe a la propia autoridad (la administrativa) la 

persecución de los delitos por medio del Ministerio Público y de Ja Policía Judicial, que 

estará a disposición de éste", pero el señor licenciado Enrique Colunga se manifestó 

inconforme con la redacción del proyecto y formuló sus voto particular proponiendo que 

el articulo quedase redactado en los siguientes términos: "La imposición de las penas es 

propia y exclusiva de la autoridad judicial. La persecución de los delitos incumbe al 
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Ministerio Público y a la Pollcl• Judicial la cual estaré bajo la autoridad y mando 

inmediato de aquél.• La Asamblea rechazó la redacción del artlculo como lo propuso la 

mayoria y aceptó el voto particular del ser.ar diputado Colunga. 

Como consecuencia de la reforma Constitucional Introducida en los articulas 21 y 102 de 

la Constitución PoHtica de la República de 1917, la institución del Ministerio Público 

quedó substancialmente transformada con arreglo a las siguientes bases: 

a) El monopolio de la acción penal corresponde exclusivamente al Estado, y el 

único órgano estatal a quien se encomienda su ejercicio, es al Ministerio Público; 

b) De conformidad con el Pacto Federal, todos los Estados de la República deben 

ajustarse a las disposiciones constitucionales, estableciendo en sus respectivas 

entidades la institución del Ministerio Público; 

e) Como titular de la acción penal el Ministerio Público tiene las funciones dP 

acción y requerimiento. persiguiendo y acusando ante los tribunales a los responsables 

de un delito, el .Juez de lo Penal no puede actuar de oficio, necesita que se lo pida el 

Ministerio Público; 

d) La Policla Judicial tiene a su cargo la Investigación de los delitos, la búsqueda 

de las pruebas y el descubrimiento de los responsables y debe estar bajo el control y 

vigilancia del Ministerio Público, entendiéndose que la Policía .Judicial constituye una 

función; que cualquier autoridad administrativa facultada por la ley, puede investigar 
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delitos, pero siempre que éste bajo la autoridad y mando inmediato de los funcionarios 

del Ministerio Público; 

e) Los jueces de lo criminal pierden su carácter de Policfa Judicial, no están 

facultados para buscar pruebas por iniciatJva propia y sólo desempeñan en el proceso 

penal funciones decisorias; 

f) Los particulares no pueden ocurrir directamente ante los jueces como 

denunciantes o como querellantes. En lo sucesivo, fo harán precisamente ante el 

Ministerio Público para que éste, dejando satisfechos los requisitos legales promueva la 

acción penal correspondiente. En materia federal, el Ministerio Público es el Consejero 

Juridico del Ejecutivo y es además, el promotor de la acción penal que debe hacer valer 

ante los Tribunales y el Jefe de fa Policfa Judicial en la investigación de los delitos; 

también interviene en las cuestiones en que se interesa el Estado y en las cosas de los 

menores incapacitados. Deja de ser figura decorativa a que se referia la exposición de 

motivos de la Primera .Jefatura y su actuación es imprescindible para la apertura del 

proceso penal, tiene a su cargo la vigilancia en la pronta y recta administración de 

justicia. En el periodo de averiguación previa, ejerce funciones de autoridad en la 

búsqueda de las pruebas que han de servirle para el ejercicio de la acción penal, pero 

desde el momento en que promueve la acción ante los Tribunales, pierde su carácter de 

autoridad y se convierte en parte. Interviene también en la ejecución de las sentencias 

como órgano de consulta. 

El Ministerio Público es un organismo independiente y sus funcionarios están sujetos a 

una sola unidad de mando y de control. El Procurador de .Justicia debe intervenir en el 
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procedimiento penal desde I•• primen1s diligencias, solicitar las órdenes de aprehensión 

contra los que aparezcan responsables, buscmr y presentar la pruebas que acrediten su 

responsabilidad, pedir la ap11caci6n de las pruebas y cuidar que los procedimientos 

penales sigan su marcha nonnal. 

Para ajustar el funcionamiento de la institución a Jos preceptos constitucionales, se 

expiden las leyes Orgánicas del Ministerio Público en materia Federal y Común en los 

meses de agosto y septiembre de 1919 se consagran en su articulado las Ideas 

anterionnente expuestas y facultan a Jos agentes del Ministerio Público para desistirse de 

la acción penal intentada previo acuerdo expreso del Procurador, que antes escuchará el 

parecer de sus agentes auxiliares.315 

• Fl'W'ICO VM!a, .JoiM. Op. di., pp. 59-83. 



33 

CAPITULO SEGUNDO 

CONCEPTO Y PRINCIPIOS QUE RIGEN AL MINISTERIO PUBLICO 

~. CONCEPTO. 

El Ministerio Público es una de las Instituciones más discutidas desde su nacimiento e 

instauración en nuestro sistema juridlco. 

Fenech38 define al Ministerio Público como "'una parte acusadora necesaria, de carácter 

público, encargada por el Estado a quien representa, de pedir la actuación de la 

pretensión punitiva y de resarcimiento, en su caso, en el proceso penal'". 

Para Colin Sánchez37 el Ministerio Público "es una institución dependiente del Estado 

(Poder Ejecutivo), que actúa en representación del interés social en el ejercicio de la 

acción penal y la tutela social, en todos aquellos casos que le asignan las leyes". 

El doctor Fix-Zamudio,38 por su parte, describe al Ministerio Público como: 

·er organismo del Estado que realiza funciones judiciales ya sea como parte o como 

sujeto auxiliar en las diversas ramas procesales. especialmente, en la penal, y que 

contemporáneamente efectúa actividades administrativas, pues como consejero jurfdlco 

de las autoridades gubernamentales, realiza la defensa de la legalidad•. 

==~~:~8~.0p.clt,p.13 
• Ca.do por c..ukJ ~. MlgU9I Angtll'. Op. clt, p.13 



34 

En efecto el Ministerio Ptlblico ••. en nuestro actual sistema, un organismo del Estado 

de muy variadas atribuciones; es un órgano imprescindible, pieza fundamental en el 

procedimiento penal, en donde gozm del llamado •monopolio de la acción penal". 

Con el nacimiento de la institución, surge en nuestro sistema la llamada acusación 

estatal, en la que es un órgano del estado el encargado de ejercitar la acción penal, 

reprimiendo el delito y velando asl por los Intereses más altos de la sociedad; pero lo que 

también es verdad es que ha sido objeto de las más enconadas críticas. Musslo lo toca 

ásperamente: 

Instituto tiránico que como el caballo de Troya, lleno de arTTias y de soldados, de perfidia,. 

de artimanas y engai\os, ha sido sacrilegamente Introducido en el templo de la justicia, 

enjaezado en terciopelo con largos cordones de oro, hundido como una espina en el 

corazón de la Magistratura y llamado también entre nosotros, por simple paganismo, el 

ministerio público, el ente más monstruoso y contradictorio, Inmoral, e inconstitucional a 

un tiempo que ora es soberano, ora esclavo, ora lleva las cadenas al cuello, ora la~ 

sujeta y otras con desprecio de toda ley y resumiendo en sus últimas actitudes es un 

ente sin inteligencia ni conciencia, un autómata y una máquina que debe moverse a 

voluntad del Poder Ejecutivo.39 

Carcano, en 1868, dice que "es un invento de la monarquía francesa únicamente para 

tener de la mano a la magistratura· . ., 

• Cll9do por C.-.~. Mlgl..i Angllt. Op. di, p. 14 

--... 
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Sus partidarios y detractores se encuentran por millares; pero su 8dopción se ha 

consagrado en la mayor parte d• los pueb1os cultos, consider*ndose como una 

maglstraturai independiente que tiene la misión d• vetar por el estricto cumplimiento de la 

ley y que es depositaria de tos m6s sagrados intereses de la sociedad. 

Resumiendo. se conside,. al Ministerio Público como un, organismo del Estado, de muy 

variadas abibuciones, ya sea de fndola administrativa o dentro del proceso penal como 

repre .. ntante &ocial en el e;ercicio de la accl6n penal, asl como fiel guardián de la 

tegalldad, velando por los intereses de la sociedad en Jos casos y por los medios que le 

asignen las leyes. 

2. PRINCIPIOS QUE RIGEN AL MINISTERIO PUBLICO. 

Para que el Ministerio Público pueda cumplir con las funciones que le han sido 

encomendadas, es necesario que cumpla con detenninados principios que se 

desprenden de la ley y la doctrina, mismos que lo caracterizan. 

Este principio significa que el Ministerio Público está organizado jerárquicamente bajo la 

dirección y estricta responsabilidad del Procurador General de Justicia, en quien residen 

las funciones del mismo. 
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La• personas que lo integran. no aon mlls que una prolongación del titular. motivo por el 

cual reciban y acatan las órdenes de éste, porque la acción y el mando en esa materia 

•• da competencia exclusiva del Procurador. 

Lo 8qL.li enotado aaf debiera ser; sin embargo, en ta práctica esto es distinto, ya que, en 

nuestro medio, •I Ministerio Público •• nombrado y removido libremente por el titular del 

Poder Ejecutivo, razón por la cual el Procurador y todo el personal integrante de la 

institución est6n aubordlnadoa totalmente a dicho titular.•1 

En nuestro medio no se ha logrado la unidad absoluta de esta institución, pues existe el 

Ministerio Público Federal bajo la dlreccl6n y dependencia del Procurador General de la 

República, esto, en materia federal. 

En materia común encontramos al Ministerio Público del orden común bajo la dirección 

del Procurador de Justicia del Distrito Federal, o del Estado de la República de que se 

trate . ..z 

El hecho de que no se haya logrado la unidad absoluta a la que se alude de esta 

institución obedece más que nada a la organización política de nuestro pais ya que como 

es de saberse nuestro pais esta dividido territorialmente en estados, por lo que es 

{lecesario que exista un Procurador por cada estado de que se trate que sirvan como 

auxiliares del procurador general de la República. 
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Este principio consiste en que los agentes del Ministeño Público que intervienen en 

cualquier negocio de au competencia no actúan por derecho propio, sino representando 

• la institución; de esta forma, &1nque Y•rios agentes Intervengan en un asunto 

detenninado, los mismos representan en cada uno de sus actos a una misma institución; 

también puede separarse cualquiera de ellos o ser sustituido, sin que por lo mismo se 

afecte lo actuado.ª 

C. lrrecusebllldad. 

El fundamento jurídico sobre la lrrecusabilldad del Ministerio Público, radica en los 

articules 12 y 14 de las Leyes de la Procuraduria general de la República y Orgánica de 

la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. 

Ambos ordenamientos set'ialan que el Ministerio Público, "cuando exista alguna de las 

causas de Impedimentos que la ley set\ala para las excusas de los magistrados y jueces 

federales. deberán excusarse del conocimiento de los negocios en que intervengan .. , 

situación en la que se confiere al Presidente de la República la facultad de calificar la 

excusa del Procurador General y éste la de los funcionarios del Ministerio Público 

J:ederat.44 
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Al respecto Oronoz Santana,• nos menciona en su Manual de Derecho Procesal Penal, 

que "'I• irrecusabilldad del Ministerio Público se m•nlfiesta en el hecho mismo de que tal 

órgano no puede dejar de conocer los hechos que a.a sometan a su consideración, sin 

que ello signifique que sus •gentes no deban excusarse en los mismos términos que los 

juzgmdonta. 

Y es Irresponsable el Ministerio Público, con motivo de su actividad, ya que no puede 

atribuirsete la comisión de un delito por ser una institución de buena fe, lo que significa 

que sus agentes no lo sean. Estos son personal de la Institución, pero no ella. 

D. Oflcloald•d. 

El Lic. Tirado Gutiérrez en su cátedra de Derecho Procesal Penal, mencionaba que 

también existe el principio de oficiosidad, y decla al respecto, que el Ministerio Público 

debe realizar su investigación cuando se reúnan los requisitos de ley. 

E. Legal/dad. 

Este principio se refiere a que los fUncionarios del Ministerio Público deben de ajustarse 

a las disposiciones en vigor y nunca salirse de estas, porque sino se estarla 

incumpliendo con el principio de legalidad que es fundamental, para la realízación de 

cada uno de sus actos. 

• Dnlna2 ..,,._, c.rtc. M. Op. C'J!t, p. S4 
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F. l.....,._,dancl•. 

Oronoz Santana,• nos menciona. que •el principio de independencia consiste en que se 

puede *1Slizar tanto al Podar Judicial como anta el Ejecutivo, siendo partidarios de la 

indep9ndencia quienes se inclinan por la inamoviHdaCI y aetecci6n de los funcionarios; 

por su parte, este autor considera que en el medio jurldico mexicano el órgano 

investigador no tiene independencia ante el Ejecutivo sino todo lo contrario, forma parte 

de 6ste, ya que las fUnclones otorgadas al Ministerio Público provienen directamente del 

Ejecutivo, y éste, a fin de poder llevar a cabo tates funciones, creó un órgano que las 

realizara depositándolas en la Representación Social, y el hecho de que el Distrito 

Federal, como casi todos los astados de la federación, por cuanto hace a su patrimonio 

dependa directamente de la partida que el Ejecutivo quiera otorgarte, es prueba evidente 

de su no independencia ante el Poder Ejecutivo, lo que no sucede cuando se enfrenta al 

Poder Judicial, en cuyo caso si comparte la opinión de la Independencia." 

Por su parte CoHn Sánchez47 considera que "la Independencia del Ministerio Público es 

en cuanto a la Jurisdicción, porque si bien es cierto, sus integrantes reciben órdenes del 

superior jerárquico, no sucederá lo mismo en relación a los órganos jurisdiccionales. Esto 

se explica sin mayores complicaciones, si para ello hacemos notar la división de poderes 

existente en nuestro pais y las caracteristicas que le singularizan, de tal manera que 

'?O"cratamente, la función corresponde al Ejecutivo, depende del mismo, no pudiendo 

tener injerencia ninguno da los otras en su actuación." 

:: ldmim. 
cattn S4inchU, Gull9rmo. Op. c:lt. p. 1a7 
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Eat. cuestión h• sido cmuaa de Intensos d•b•t•s y po14tmicas intenninables en cuanto a 

I• •utonomfa e lndepend•ncl• de la Institución. 

Guameri dice al respecto: 

Independencia no significa otra cosa sino que, en el momento de ejercer sus funciones, 

los funcionarios del Ministerio Público no estén obligados a obedecer sino a la ley y a la 

conciencia propia, sin recibir órdenes de quien quiera que sea, aunque sea su superior 

jerárquico y hasta el más alto de ellos, que es el Ministro de Justicia, sin que tuviese 

lmponancia la fonna eventualmente revestida de las instrucciones, porque éstas 

pasarían a segundo plano, ante la majestad de la ley y del deber de interpretarla 

libremente según su conclencla.48 

En Inglaterra, prácticamente la Institución del Ministerio Público no existe, ya que rige el 

sistema de la acusación popular, según el cual cualquier ciudadano está facultado para 

ejercitar la acción penal. En este pafs nos encontramos con la figura del "Attome:. 

General"'. el "'Solicitor General'" y el "'Director of Public Prosecutions•. El Attomey General 

es designado directamente por el rey. entre los juristas más distinguidos; es el consejero 

jurídico del gobierno y es considerado como cabeza del foro~ interviene en el ejercicio de 

la acción en materia de impuestos y cuando se afecta el interés público, así como el 

órgano de control en la prosecución de la acción penal ejercitada por el Director of Public 

Prosecutions. quien a su vez tiene conocimiento de los principales asuntos penales; pero 

cuando este director de la acusación pública abandona un proceso, cualquier persona 

está facultada para continuarte mediante la autorización de la alta Corte. El Solicitar 

- C-..0 px- C-*lo ~. ~ Ang.I. Op. eM, p. 2Siil 
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General tiene un cargo semipolitico; en cierta fonna, sólo es un asistente del Attomey 

General, con derechos y obligaciones semejantes ... 

Cabe destacar que, según et procedimiento ing16s, •I Ministerio Público no tiene 

reconocida la facultad de apelación sino por excapcion•I•• cuestiones de derwc:ho, 

mientras que al acusado si le esté ampliamente reconocida. 

En Francia, el Ministerio Público representa f'tl Poder Ejecutivo ante el Poder Judicial y es 

el encargado de ejercitar la acción penal. 

En Alemania, el Ministerio Público depende del Poder Ejecutivo; de la misma manera 

sucede en México y en la mayoria de los paises sudamericanos. 

Se ha propuesto que el Ministerio Público sea autónomo e inamovible, ya que por la 

dependencia directa del Poder Ejecutivo ha originado desconfianza, pues de esta 

dependencia en el cumplimiento de sus funciones. puede quedar subordinado a 

intereses y presiones del superior de quien depende, quedando ausente la imparcialidad 

con la que debiera actuar. 

Don Luis Cabrera, en el estudio presentado ante el Congreso Jurídico Mexicano de 

1932, en relación con este problema propone que el Ministerio Público Federal fuera 

designado por el Congreso de la Unión. ser inamovible y con la misma dignidad de los 

ministros de la Suprema Corta. Asimismo, dice que debe ser independiente del Poder 

Ejecutivo y pagado dentro del presupuesto del Poder Judicial, e, independientemente de 

•• lbldemp. 
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la institución del Ministerio Público. deberá haber un abogado o procurador general de la 

nación. dependiendo directmment• del Poder Ejecutivo y con la categoria de secretario 

de Estado, con tas fUnciones d• representmnte de la Federación cuando ésta fuese 

parte, y a tas diversas dependencias del Ejecutivo cuando actúen como actores o 

demandados, y seré Igualmente consejero polftico del gobierno y jefe de los 

departamentos jurídicos de tas diversas dependencias administrativas. Argumento esto 

diciendo que nuestra Constitución hace del Ministerio Público un órgano dependiente del 

Poder Ejecutivo, ya que es éste el que nombra al Procurador General de la República, 

removible a su voluntad, y, de la misma fonna, es el procurador el consejero jurtdico del 

gobierno. Dicho eñ estos términos, no puede haber independencia mientras siga siendo 

el procurador el encargado de llevar la voz y hacer cumplir los mandatos del Poder 

Ejecutivo.80 

Después de haber visto las proposiciones de Luis Cabrera en cuanto a que el Ministerio 

Público fuera designado por el Congreso de la Unión, ser Inamovible, con la misma 

dignidad de los ministros de la Suprema Corte, ser independiente del Poder Ejecutivo y 

pagado dentro del presupuesto del Poder .Judicial, hacemos referencia a la Constitución 

italiana de 1948, que sitúa al Ministerio Público dentro del organismo judicial, gozando de 

las garantias que confiere al mismo organismo judiclal.51 

De este modo, el Ministerio Público goza de las garanUas y estabilidad reseivada a la 

judicatura Italiana, traduciéndose esto en el Ministerio Público puede actuar con una 

mayor eficacia en el proceso penal y sin presión alguna. 

- .. La...,... CoMit9tudarWdlil ~a..r91dll llll fll ........ ,._.... ~- .. ~. ~-.c-c4el d9 .. 
~ o.ner.i c1e .. R.p(jJllc::a. p. M 
•

1 ""'°'*' , o7. Llltimo P*t'8fo, de• e~ tt.MMwa de 1948. 
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Y en cu•nto • la proposición de Luis Cabrera de que independientemente de la 

institución del Ministerio Público deberé haber un abogado o procurador general de la 

nación. con &as características ya senaladas, igualmente la Constitución venezolana de 

1961, en I• que se establece una separación de funciones con respecto ha estos dos 

órg.mnoa, ya que, por unm parte, la Procuraduría General de ta República estará a cargo y 

bajo a. dirección del procurador general de la República, nombrado por el presidente de 

la República con autorización del Senado, con las atribuciones de: a} representante y 

defensor judicial y extrajudici•lmente de los Intereses patrimoniales de la República; b) 

dictaminador en los casos y con los efectos señalados en fas leyes; e) asesor jurídico de 

la administración pública nacional, y d) las demés que le atribuyan las leyes. 

Por otra parte, el Ministerio Público está a cargo o bajo la responsabilidad del fiscal 

general de la República, y es designado o elegido por las Cámaras reunidas en sesión 

conjunta; sus atribuciones son: a) velar por el respeto de los derechos y garantias 

constitucionales; b) velar por la celeridad y buena marcha de la administración de justicia 

y porque en los tribunales de la República se apliquen exactamente las leyes en Jos 

procesos penales y en los que estén interesados el orden público y las buenas 

costumbres; c) ejercer la acción penal en Jos casos en que para intentarfa o perseguirla 

no fuere necesario instancia de parte, sin perjuicio de que el tribunal proceda de oficio 

cuando lo determine la ley; d) velar por el correcto cumplimiento de las Jeyes y la garanUa 

~· los derechos humanos en las cárceles y demás establecimientos de reclusión; e) 

intentar fas acciones a que hubiere Jugar para hacer efectiva Ja responsabilidad civil, 

penal, administrativa o disciplinaria en que hubieren incurrido los funcionarios públicos 

con motivo de sus funciones, y f) las demás que Je atribuyan las leyes. 



Como podemos obs•rv•r, el Ministerio Público es independiente del procurador general, 

y entre sus funciones deataic. I• seft•l•da en el inciso .. c•, en la que el Ministerio Publico 

tiene a su cargo el ejercitar la acción penal. 

En nuestro derecho mexicano, ski aeguir toa modelos citado•. podemoa hmcer un Intento 

-como ser"\ala Fix-Zamudio- para conferir al Ministerio Público garantlas de ingreso, 

estabilidad e independencia de los integrantes de la judicatura, estableciendo un sistema 

de nombramiento diverso del actual, que podrf• ser, al menos para los procuradores 

respectivos, el mismo que para los magistrados de la Suprema Corte en materia federal 

y de los magistrados de los tribunales superiores en los diferentes estados de la 

República, incluyendo I• inamovilidad, sin perjuicio de que puedan ser removidos de su 

cargo previo un juicio de responsabilidad. 

Se cree, en realidad, que para el buen fUncionamiento de la institución, debe instituirse la 

completa autonomía y deallgamiento del Poder Ejecutivo, con el fin de que el Ministerio 

Público pueda cumplir libremente, y sin presiones de cualquier lndole, con sus 

funciones.ª 

Se considera que en nuestro pais el Ministerio Público no tiene autonomla propia ya que 

este no elige a sus integrantes sino que es el titular del Poder Ejecutivo quien tos nombra 

y remueve, asimismo al momento de hacer alguna propuesta acerca de la implantación 

de mecanismos para la debida lmpartición de justicia primero tiene que contar con la 

aprobación del mismo ejecutivo, por lo que se considera que no tiene descisiones 

propias. 

a C..-0 ~. ,...._. AnQlll. Op. clt, pp. 30-33 
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CAPITULO TERCERO 

FUNCIONES Y ATRIBUCIONES DEL MINISTERIO PUBLICO 

1. FUNCIONES DEL MINISTERIO PUBLICO. 

En este apartado vamos ha analizar las principales funciones que tiene el Ministerio 

Público desde el punto de vista de diversos autores. 

Entre las funciones que tiene el Ministerio Público mexicano, según Garcfa Ramirez, 

encontramos que es persecutor de los delitos, en la averiguación previa y en el proceso; 

consejero jurídico del gobierno, representante jurfdico de la federación, vigilante de Ja 

legalidad, denunciante de irregularidades de los juzgadores, poseedor de voz (aunque 

no de voto) en la elección de funcionarios judiciales, y denunciante de las leyes y de 

jurisprudencia contraria a la Constitución. Es el sujeto que controla la manifestación de 

bienes de los funcionarios, interviene en asuntos civiles y familiares, en la 

nacionalización de bienes, extradición, etcétera. 53 

Como se advierte, sus funciones escapan a lo puramente procesal penal y, por ende, fa 

m•yoria de esas funciones quedan fuera del estudio de nuestra disciplina. De esto 

deviene que autores como Silva .Jorge Alberto hagan un análisis de las funciones 

procesales penales y aquéllas conectadas con k> procesal penal que se le asignan al 

Ministerio Público en México. 



A.. ln•trucc'6n AdmiÑ9tl'lltiV• .. 

En principio diremos que instruir significai •iniciar y proseguir un proceso o expediente, 

para prep•rar la resolución o f.UO det mismo conforme • las reglas del derecho y 

pr8Ctic.ms recibidas• .... 

Desde el punto de vista person• considera que se llama instrucción administrativa en 

virtud de que el Ministerio público como autoridad administrativa al igual que el Juez en 

un proceso penal tiene que allegarse de los elementos necesarios para detenninaor la 

culpabilidad o inocencia del inculpado en la llamada etapa procesal, este durante la 

averiguación pervia de igual fonna se allega de elementos suficientes para decidir si 

ejercita o no la acción penal. 

Tradicionalmente, la función Instructora de un proceso la posee el tribunal. Asi, por 

ejempk>, al ji.MIZ civil .. le presentmn las pruebas, e incluso 61 puede hacerse de las 

mismas. No obstante, en el procedimiento penal mexicano, la función instructora no 

corresponde en exclusive al tribunal, sino también al Ministerio Público. 

Antes de que el tribunal tome conocimiento del hecho con apariencia de delictuosldad, lo 

Investiga, desempel\ando un papel de policfa o detective y realizando a la vez una 

Instrucción parajudlci•I o instrucción administrativa. Ast, el Ministerio Público se allega de 

I•• pruebas (testimoniales, confesiomlles, documentales, etc.), que luego suministra al 

tribunal. 

.. ~. Gummnno. ~En~ dl9 o.twcho Uauel.,..t. 21•. El:M: .......... Tamo N. tk.--Aif-1989. p. -
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En auma. en ta función instructora, que •• de autolnstrucción por el Ministerio Público, 

6st9 reúne el material probatorio por si mismo. mediante la Policia Judicial, o a través de 

interesados que le allegan el material, documentaindose asi las fuentes de prueba para 

futunl memoria. 

Cabe advertir que esta función no le dura al Ministerio Público todo el Proceso, sino sólo 

hasta qua el tribunal se avoca at conocimiento del asunto. La Dirección General de 

Averiguación Previa, • trav6s de loa agentes del Ministerio Público investigador., realizan 

esta fUnci6n, que es previa al proceso penal. 

B. Auxillo a Victimas e lnculp•dos. 

Cierta función de auxilio a victimas del delito también se le encomienda. No se trata de 

un auxilio definitivo, aunque si a un auxilio debido a la urgencia. Debe asf dictar .. todas 

las medidas y providencias necesarias para proporcionar seguridad y auxilio a las 

victimas" (art. 123 CFPP). 

Por lo que se refiere a los Inculpados el articulo 20 de la Constitución Política de los 

Estados unidos Mexicanos establece una serie da garantías a favor de estos. 

e;:. Apllc•cl6n - Medid•• C•utel•,..· 

Entre las funciones de que esbll dotmdo el Ministerio Público se cuenta la de dictar y 

•pllcar medidas cautelares o preventivas. Sus medidas son tanto reales 
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(aseguramientos) como personales (analgos, detenciones) (arta. 133 bis, 128, 181, etc., 

CFPP). 

En .. te punto. M de ...,..,... la 8tenci6n al hecho de que según la Constitución, tas 

6rdenes de 8Pf'8henaión sófo puede dictarla• el tribunal, no •I Ministerio Público; no 

obstante, est• último queda fmcutbldo por las .. yes secundarias pera aprehender y 

detener en los casos de flagrante delito y e.sos urgentes. 

D. Acclonante o Requtr9nte. 

Una vez que ha sido promovida la acción, e iniciado el proceso, el Ministerio Público 

adquiere la calidad de parte en el proceso (aunque haya quien niega que tenga ta1 

calidad) y se convierte en órgano requirente. Comparece asi a toda la instrucción judicial 

instando al tribunal, y comparece asimismo en el juicio o proceso principal, acusando con 

base en pretensiones concretas. 

Al llegar a esta función, la Idea dominante sostiene que el Ministerio Público se despoja 

del impertum o autoridad y queda sujeto, como dice González Bustamante, a .. las 

determinaciones que dicta el Tribunal·.• 

E. Cuasljurtsdlcclonal. 

Una función poco recogida en .. doctrina es la cuasijurisdiccional. Asf, el Ministerio 

Público, al lado del tr1bunal, realiZa cierta función que implica decisión. 
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Si bien •n la averiguación previa la ley confiare al Ministerio Público funciones de 

decisión (para no promover la acción), ya en el proceso posea funciones que pueden dar 

por concluido el proceso. 

Sobre este p.rticular, Alcal•Zamora sostuvo que en el Ministerio Público tal función 

consista básicamente en que da au anuencia para que se otorgue el sobreseimiento del 

proceso (un medio de tennlnaci6n anormal del proceso). Alcalá-Zamora cita el caso de 

loa articulas 309, 323 y 324 del Código Oiatrital y el 298 fracción 1 del CFPP, en los 

cuales la resolución del tribunal sólo refrenda lo ya resuelto por el Ministerio Público. Otro 

caso que ctta es el de retiro de conclusiones (arts. 363 fracción 111 CPPDF y 298 fracción 

ll(CFPPP).eo 

F. Consultor u Opln•dor. 

Otra recóndita y disimulada función atribuida al Ministerio Público es la de servir como 

órgano de opinión, dictaminador o consultor. 

Asi. en ciertos casos el tribunal recurra al Ministerio Público. no en su calidad de parte, 

sino como órgano de opinión. Hemos de advertir que en estos casos lo expresado por el 

Ministerio Público no vincula al tribunal de ninguna manera. 

Como ejemplos de esta fUnci6n, tenemos que el Ministerio Público podrá decidir si el 

tribunal debe o no cumplir un exhorto (an. 54 CFPP), opinar en la declinatoria, si el 

• AlmMZ81NS8y ~. ~. EJ~J~..,,,.,,_: .-.U..,,_~,,,_...!I dtlcllO&ali, Edl. Pom:., ~ 
1974, pp. 3a7 y30e 



tribunal •I que se le abibuye competencia ea o no competente (•rt. 433 CFPP); o algo 

simil•r en la inhibitoria (art. 437 CFPP). o Inclusive •nte tribun•I de competencia (an. 439 

CFPP); o en cualquier controversia competenclal (•rt. 443 CFPP). 

Respecto a esta extravag8"te función, Alca16-Z.mor. ha apuntado, que en realid•d de 

nada h• servido, si se atiende a ·1a superficialidad con que esos dictámenes se suelen 

despach•r-. y que Incluso ·c:.berf• causar baja en el catálogo de sus atribuciones, ya 

que juzg•dores jurist.-• no tienen por qu6 ser •sesorados por el Ministerio Público•. 

O. Vlgll•ncla o Flacanzaclón. 

Iniciada la ejecución de sentencia, tanto el Ministerio Público como el sentenciado dejan 

de ser parte en el proceso, debido precisamente a la conclusión de este. La ejecución de 

la sentencia no queda a cargo del tribunal, como en otros paf ses, sino a cargo del pode,.­

ejecutivo, pero no por conducto del Ministerio Público. 

En la ejecución. el sentenciado y el ejecutor no dependen del Ministerio Público, pef'"o 

éste continúa con una función de vigilancia sobre la ejecución. Debe asi realizar las 

dlllgenci•s necesari•s pa,.. que ae cumpl• I• sentencia, gestionando 10 necesario para 

ello (arts. 529 y 530 CFPP). 



H. Elector del Trlbun•I Com..-nl8. 

Nonnalmente, •1 promover a. acción el Ministerio Público d•be recurrir ante el tribunal 

que la ley asigna compatenW. pero •n aquellos casos en que existe la duda acerca de 

cu61 ••el tribunal competente. es el Ministerio Público quien lo decide. 

Por ejemplo, en los casos de acumulación de procesos, es competente el tribunal que 

conoc:i6 de tas diligencia• mas antiguas, pero si 6stas se comenzaron en la misma fecha, 

es el Ministerio Público quien designa o elige el tribunal competente (art. 479 CFPP).57 

Por su parte Ov•ll• Faveta en su libro de Teorta General del Proceso menciona cuales 

son las prtncipales funciones del Ministerio Público desde su punto de vista:58 

A. Investigación de Hechos Probablemente Dellctuosos. 

Esta función, que el Ministerio Público sólo puede ejercer una vez que haya recibido la 

denuncia o la querella respectiva, impone a dicho órgano el deber de allegarse o recabar 

todas las pruebas e indicios que permitan esclarecer si los hechos objeto de le denuncia 

o la querella son ciertos e integran el cuerpo de un delito; y, en caso afirmativo, 

determinar la o las personas a las que se pueda considerar como probables 

responsables de tales hechos. 

El Ministerio Público lleva ecabo su función investigadora en la etapa preliminar del 

proceso penal denominada de averiguación previa, con el auxilio de la policla judicial, la 



eu11I debe •ctu•r boljo la eutoridad y mando Inmediato de aqu61, como lo ordena el 

articulo 21 constitucional. En ejercicio de eata función, el Ministerio Público actúa 

nonnalmente como autorided. 

11. ~lelo ele le Accl6n-el --·· 

La juriapn.adenci• de I• Suprema Corte de Justicia de la Nación ha estimado que, de 

acuerdo con lo que esUlblece el articulo 21 de la Constitución (•Lm persecución da los 

delitos incumbe al Ministerio Público ... ;. este órgano del Estado es el único que puede 

ejercer la acción en el proceso penal. 

Cuando el Ministerio Público decide ejercer la acción penal y consigna el expediente de 

la averiguación previa ante el juzgado, deja de actuar como autoridad y se convierte en 

una de las partes en el proceso, en 1• parte acusadora, por lo que debe quedar sujeta, al 

Igual que la otra parte -la parte acusadora o Inculpada-, a las resoluciones del juzgador, 

que es el único órgano del Estado con funciones da autoridad durante el desarrollo y la 

terminación de I• relación procesal, Independientemente de las facultades que las partes 

tengan para impugnar dichas resoluciones. No se trata de que el Ministerio público sufra 

una memmorfoaia con el ejercicio de la acción pen.I y se transforme de autoridad en 

parte. El hecho de que sea autoridad -y de que tal carácter lo ejerza en la función de 

investigar hechos probablemente delictuosos- no impide que en el proceso penal deba 

actuar únicamente como parte acusadora y no ejerza o deba ejercer o no debe ejercer 

actos de autoridad. 
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c. Partlclpacl6n en otro• Proc:eaoe. 

Si tMer\ •• cierto que, como afimNI Carnelutti, •et reino del Ministerio público es el proceso 

penar. a.a fUnclones de este órgano ta~n se extienden a otros procesos, 

particutannente cuando se controvierten norma• de orden público o intereses de 

personas ausentes, menores o incapaces. 

D. Abog•cla del Eshldo. 

El articulo 102 de la Constitucl6n otorga al Procurador General de ta República y al 

Ministerio PúbUco Federal, respectivamente, dos funciones que, en otros paises, 

corresponden a un cuerpo de profesionistas denominados abogacia del Estado: la de ser 

el consejero jurldico del gobierno federal y la de ser su representante en los juicios en los 

que aquel sea parte. 

En efecto, los péirrafos cuarto y quinto del precepto constitucional citado disponen lo 

siguiente: "'En todos los negocios en que la federación fuese parte ... y en los demás 

asuntos en los que deba intervenir et Ministerio Público de la Federación, el Procurador 

lo har8 por si o por medio de sus agentes•: "El Procurador General de la República será 

el consejero juridico del gobierno ... • 

Cabe advertir que las funciones de la abogacia del Estado han sido atribuidas también a 

otros órganos del Estado: por un lado, la asesoria juridica y la representación de la 

Secnttaria de H•clenda y sus dependencias en los juicios de car•ct8f' fiscal ha sido 

msignada a la Procuraduri• Fiscal da la Federación (art. 10 fracción 1 y XII. del 



Reglllfnento Interior de 1• Secretmñ• de Hadendm y c....i1to P(lbllco). Por el otro, para dar 

-sorl• Juñdicll directm •I prellid- de I• Rep\lbtlca - Cl96 i. Dirección General de 

Asunto• Jurfdicos de la Presidencia de .. Repúbllcai (r.gul•do ectualmente por el 

llCUeráo prealdenclml ~en el Di.ria Qftci.I de i. F-.cl6n del 19 de enero de 

19113). 

Ea evid.nte que las tres primeras funciones del Minlsterto Público a las que hemos 

hecho referencia tienen muy diversa naturaleza de la abogacfa del estado. Si bien es 

cierto que. en un principio, las fUnciones de investigación de hechos probablemente 

dellctuosos y de ejercicio de la acción penal se atribuyeron al Ministerio Público 

conjuntamente con la función de consejero y abogado del gobierno, esto fue explicable 

bajo las monarqu{as absolutas, en las qua se contundían los Intereses del monarca con 

los del Estado y con los de la sociedad. 

Mwtuel Rivera Silva nos habla de la fUncl6n persecutoria y nos dice que, consiste en 

perseguir los delitos o lo que es lo mismo, en buscar y reunir los elementos necesarios y 

h•cer Jms gestiones pertinentes p•rai procurmr que • tos autores de ellos se tes •plique 

l•s consecuencias establecidas en la ley. De esta manera, en la función persecutoria se 

vislumbra un contenido y un• finalidad lntim•mente entrelazados: el contenido, realizar 

las actividades necesari•s para que el autor de un delito no evada la acción de la justicia: 

lai fin•lldad, que .. aplique a tos delincuentes las consecuencias fijadas en la ley 

(aanciones). 

Para este autor la función persecutoria Impone dos clases de actividades, a saber. 



•) Actlvlcl•d lnV9atlg•llon, '11 

b) EJ8rclclo de .. •ccl6n -•· 

SS 

Lm actividad investigado ... entran. una labor de auténtica averiguación; de búsqueda 

canstmnte de las pruebas que •cntditan la existencia de tos delitos y la responsabilidad 

de quienes en ellos participan. Durante esta actividad, el órgano qua la realiza trata de 

proveerse las pruebas necesarias para comprobar la existencia de los delitos y poder 

estar en aptitud de comparecer ente los tribunales y pedir la aplicación de la ley. La 

actitud investigadora es presupuesto forzoso y necesarfo del ejercicio de la ación penal, 

es decir, del excitar a los tribunales a la aplicación de la ley al caso concreto, pues es 

obvio que para pedir la ap1icaci6n de la ley a una situación histórica, es menester dar a 

conocer la propia situación y por ende, previamente estar enterado de la misma. 

De la actividad Investigadora se puede predicar (lo mismo que la función persecutoria en 

general) la calidad de pública, en virtud de que toda ella se orienta a la satisfacción de 

necesidades de carácter social.• 

B. Ejercicio de 1• Acción Pen•I. 

La segunda actividad que abraza la función persecutoria, consiste en el llamado ejercicio 

de la acción penal, la cual dejaremos por ahora para referimos a ella en un capitulo 

posl8rior. 

• ...._.strtta.._._, E111oeca ... PwNI . ... ..zza. Edl Pcinía. WliKICI 1QQ3, p.C 



Del •nltli•i• hecho .. deaprende que son varias ... funcione• del Ministerio Público 

según .. opinión de loa •utore• cit.doa. pero ahorm her9moa mención de 1•• principales 

funcione• del Ministerio Público desde nuestro punto de vista. En principio diremos que 

la pr-. funcl6n - Ministerio Público - la in-atlglldo,. coincidiendo asi con la 

opinión de Ovalle Favei. y Manuel Riverw Sttva, las aegt...tnd.m fUnción .. la persecutoria, 

una tercera función aeria &a acusatoria y por último la función social. (art. 21 

constitucional) 

A. lnvestlgatorl•. 

Esta función consista en realizar diligencias para descubrir hechos que constituyen 

delitos, asl como la búsqueda de los presuntos responsables. {Articules 1º Fracción 1 y 2° 

del Código Federal de procedimientos Penales y el articulo 3º del Código de 

Procedimientos Penales del Distrito Federal). 

B. Peraecutort• . 

.Juridicamente es la acción emprendida contra el autor de una Infracción penal asi como 

una actividad del Ministerio Público par. que CONDENE o en su caso ABSUELVA al 

presunto responsable de un delito. Procesalmente consiste en aportar pruebas al órgano 

jurisdiccion•I dentro del proceso penal. (articulo 21 Constitucional). 
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La función acusatoria es aquélla que v• a desplegar el Ministerio Público adscrito al 

juzgM:lo. una vez que ha sido cerrada la instrucción. llevándose a cabo dicha actividad 

dentro del periodo procedimental denominada juicio. La función acusatoria va a ser 

ejercida por el Ministerio Público a través de sus conclusiones, siempre y cuando éstas 

sean de carácter acusatorio. Por medio de las conclusiones el Ministerio Público, la 

defensa y el acusado van a establecer la situación o posición que desean adoptar. 

(artículos 316 y 317 del C.P.P. del D.F. y artículo 292 y 293 del C.F.P.P.) 

D. Social. 

El Ministerio Público además de todas las funciones que le han sido señaiadas por la ley 

y la doctrina tiene una muy importante función social ya que es el encargado de velar por 

los Intereses de la sociedad, y por esto es llamado REPRESENTANTE SOCIAL 

Con respecto a ésta atribución Sergio García Ramírez nos dice .. que una novedosa y útil 

tarea asignó la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito federal 

de 1971 • la Procuradurfa del Distrito, en cuanto puso a su cargo (articulo 33, fracción V) 

actividades de orientación social. legal y juvenil en favor de los habitantes del D.F. y, 

particulannente, de las victimas del delito. Esta fecunda prevención es el antecedente de 

norm•s y prácticas de ambas Procuradurfas en k>s últimos aflos. sobre todo la 

Procuraduría General de la República en el periodo 1982-1988. 



Regul•nnente .. encomlend• ., Mlniaterto Públk:o del tuero común la protección de 

menare• • 1,,.,..,..,.a, ••I como de ocroa sujeto• de def9Cho o de lntelWa (I• familia), al 

nv•• de divers•s actuaciones proces•les. A•f lo estatuye la Ley Organice de la 

Proc:uradurl• c;e_,.1 de Justicl• del Distrito Fadentl. (-culo 2o, rr.cción 111, y art. So)."" 

2. ATRIBUCIONES DEL MINISTERIO PUBLICO. 

Las atribuciones de este Institución derivan de los mmndatos contenidos en los artfculos 

21 y 102 de la Constitución, más los acogidos por la abundante regulación secundaria. 

En la clasificación que en seguida se expone se han consolidado tanto las principales 

atribuciones del cuerpo, como aquellas que, par designio expreso de la ley, se conffa a 

su titula, el Procurador, sea éste el General de la República, sea el General de ~usticia 

del Distrito Federar. 

Procede apuntar aquf que las layas orgánicas de 1983, de ambas Procuradurfas, 

introdujeron cambios substanciales en el método de formulación y concentración 

normativas de las atribuciones. L• Ley Orgánica de la Procuradurfa General de Ja 

República hizo, a este respecto, en replanteamiento de fondo. En efecto, el artfculo 2 fija 

siete gr11ndas rubros para el desempet'io de la Institución (Procuradurfa y/o Ministerio 

Público Federal), que a su vez se analizan en los articulas 3 a 9, sistemátjcamente. En 

sfntesis, dichos rubros conesponden a: 

a) Vigilancia de constitucion•lidad y legalidad; 

• Gmcla R~ 5-glo. Op. Clll, p. 279 
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b) Promocl6n de i. pronta, ._dita y debida procurmclón de justicia (inclusive actos 

rw&.mcion•do• can I• plan-ción del desarrollo): 

e) Representación de la Federación. •n los negocios en que ésta sea pane (inclusive, 

coeduv•ncfa en asuntos de entidades paraestatales) e intervención en diversas 

controversias y casos previstos en el aniculo 102 Constitucional; 

d) Consejo jurídico al Gobierno Federal: 

e) Persecución de delitos del orden federal; 

f) Representación del Gobierno Federal ante los Estados en puntos referentes a la 

procuración de justicia, y 

g) Actuación internacional en ámbitos relacionados con sus atribuciones (como la 

asistencia legal reciproca, la repatriación de sentenciados, la extradición, la lucha contra 

delitos de alcance internacional. 

Por su parte, el articufo 2 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de .Justicia del 

Distrito Federal enuncia cuatro órdenes de atribuciones fundamentales. que detallan los 

artículos 3 a 6: 

a) Persecución de delitos del fuero común~ 

b) Custodia de la legalidad y promoción de la pronta, expedita y debida procuración y 

administración de la justicia; 

e) Protección da intereses de menores e incapaces, asf como los individuales y sociales 

en general; y 

d) Cuid•do de la corTecta aplicación de las medidas de política criminal, en la esfera de 

su con'1P9tencia. 



60 

Ea útil recordar qu• ... Procuradurtas de Justici• Federml, y distrttml, y adem6s, en buena 

medid•. .. Secretar!• de Gobemmción y •I Oep•mamento del Distrito Federal, han 

AtCibido atrtbudones que, bajo otro esquema jurtdicopolltico, podrian conwsponder a una 

Secretaria de Justicia. La existencia de ésta, a lo largo de nuestra vida Independiente, 

fue cancelada de plano por la Constitución de 1917, que la repudió para poner término a 

indebidas intromisiones del Poder Ejecutivo sobre el Judicial. Esta razón, atenta a las 

ntciamaciones poHticas de la Revolución Mexicana, determinó el enfático texto del 

articulo 14 transitorio de la Constitucl6n, en 1917: ·aueda suprimida la Secretaria de 

Justicia." No han prosperado, hasta ahora, las propuestas fonnuladas para restablecerla, 

suprimiendo los errares y extravios que explicaron su desaparición. 

La més conocida y visible atñbuci6n del Ministerio Público hoy dla, de naturaleza 

netamente procedimental, es la persecución de los delitos, que aquél desempeña tanto 

en la averiguación previa, anterior al ejercicio de la acción penal, como al través de su 

función procesal acusadora (articulas 21 y 102 Constitucionales, 1 a '4 Código Federal 

Federal de Procedimientos Penales, 3 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de 

Justicia del Distrito Federal y 7 de ta Ley Orgánica de la Proeuradurla General de la 

República). Esta misión, vocacional en el Ministerio Público, le está asimismo atribuida 

por imperio de las leyes estatales aplicables, que se disciplinan al articulo 21 

Constitucional. 

El titular del Ministerio Público federal, el Procurador de la Repllblica, tiene a su cargo la 

consejerla jurldica del gobiemo; es, pues, el asesor del Ejecutivo en sus variadas y 

diversas dependencias, asi en la sede del que el ya reformado texto del articulo 29 

Constitucional destgnaba, impropimnente, como Consejo de Ministros, que no es otra 



61 

coaa que la reunión de Secretarios de Estado y .Jefes de Departmmentos Administrativos, 

como fuer8 de •qu61 (ertlculo 102., 2 fracción IV y 6 Ley Org6nica de la Procuraduña 

~de la Repúblice). 

En concepto de Fix-Zamudio, la consejeria juridicm que recae en el Procurador, tiene 

naturaleza de verdadera ·1nstituci6n· como Institución es, por su parte, el Ministerio 

Público. 

De modo similar a lo que ocurre con el Procurador de la República para el plano 

nacional, en el estado acontece que algunos ordenamientos locales confieren al 

Procurador la misión de asesorar jurfdlcamente al Gobierno del estado. 

La función del Procurador de la república como consejero juridico del Gobierno Federal, 

se reitera en el articulo 4o de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, de 

1976. Empero, el articulo 8 de la misma Ley, que fundó un acuerdo presidencial del 10 

de enero de 1977, previno la existencia de una unidad administrativa encargada de 

estudiar y dar forma a los acuerdos presidenciales y compilar diversos ordenamientos, 

unidad dependiente del Presidente de la República. 

El vigente articulo e de dicha Ley Orgánica, reformado el 23 de diciembre de 1982 

~Diario Oficial del 29 de diciembre) provee al Titular del Poder Ejecutivo Federal con 

unidades de asesorfa, apoyo técnico y coordlnaci6n. Fue ésta la base del acuerdo 

presidencial del 18 de enero de 1983 (Diario oficial del 19 de enero), que crea la 

Dirección General de Asuntos Jurldicos de la Presidencia de la República, encargada de 
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conocer y opln81" sobre proyectos de inicilltives y reglementos. decretos, •cuerdos o 

rwsoluciones presidenciales. y de compilar diversos ordenamientos. 

El propio Procu,.dor de la repúblicm pmticipa en el 8CUerdo que previene el articulo 29 

Constitucional pa,.. a. hipótesis de suspensión de garantfas (articulo 6o de la Ley 

Org•nlcm de la Administr.ción PúbHca Federal). 

El Ministerio Público federal y/o el Procurador de la República son, asimismo, 

representantes judiciales de la Federación e interventor en diversos casos y 

controversias, como sigue: 

a) Parte en el amparo, cuando se afecten intereses patrimoniales de personas oficiales 

(articulo 5, fracción I, Ley Orgánica da la Procuraduría General de la República y 9 de ia 

Ley de Amparo); 

b) Representante de la Federación en negocios en que aquéllas sea parte o tenga 

interés juñdlco (anlculo 5, fracción 11, Ley Orgénlca de la Procuraduria General de la 

República); 

e) Coadyuvante en negocios en qua sean parte o tengan Interés jurídico (que se someta 

a órganos jurisdiccionales nacionaJes o extranjeros) las entidades paraestatales 

fede,..les (ídem. fracción 111); 

d) Representante federal en casos previstos por la Ley de Nacionalización de Bienes 

(idem, hcci6n IV) (la Ley General de Bienes Nmdonelea etribuye a la Procuradurfa de la 
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Repúblice. en su articulo e. fracción X. ejercita &. acción reivindicatoria de los bienes de 

.. N•ci6n, • solicitud de la Secretaria de Desarrollo Urt:Jano y Ecologia; y al Ministerio 

público federal, por disposición del articulo 76, la acción correspondiente a la 

8djudic.clón al Gobierno Federal de bienes denunciados como vacantes); 

e) Dictaminador juridico (el Procurador). sin efectos vinculantes y a requerimientos de las 

partes, en controversias entre Estados de la Unión, un Estado y la Federación, o los 

Poderes de un mismo estado (idem, fracción V); y 

f) Dictaminador jurídico (el Procurador), sin efectos vinculares y a requerimiento de las 

partes, en las controversias en que sean parte los diplomáticos y los cónsules generales, 

precisamente por esta calidad (salvo asuntos penales con regulación legal) (idem, 

fracción VI). 

Como se advierte, el articulo 5 de la Ley Orgánica de la Procuraduña General de la 

República de 1983 puso en claro, por primera vez, el sentido de las disposiciones del 

articulo 102 Constitucional en los temas que aqui se enuncian sub e) y f), además de 

ampliar, convenientemente, el ámbito de la representación que debe de corresponder a 

los órganos de la Procuraduría. 

Un muy amplio acervo de atribuciones cae bajo el común denominador general, de 

dilatad• acepción, de la vigilancia de la legalidad. Es ésta, a juicio de Garcfa Ramfrez, la 

atribución sobresaliente entre las much•s y trascendentales que competen al Procurador 

de la República y al Ministerio Público federal, y así lo especifico cuando ejerció aquél 

cargo, según se expuso en la Circular 1/84, del 23 de abril de 19~ (Diario Oficial del 24 

de ese mes). Ahi se indicó, entre otras ces.is: "'Lm más ... vada función a cargo de la 
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Institución y de loa funcionmrias correapondlentaa, su prtorttaria misión constitucional y 

legal, f8Sld• en le vigil•nci• 8Ctiv•, reaueltai • inC:S.dinable de 111 observancia de los 

principios de constltuclon•llded y leg•lld!Sd". 
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CAPITULO CUARTO 

LA ACCION PENAL 

t. CONCEPTO. 

Según CoHn Sánchaz: concebido el proceso como algo dinámico. para que as( se 

manifieste es indispensable que un impulso lo provoque, y esto se consigue a través de 

la acción penal. 

La acción penal está ligada al proceso; es la fuerza que lo genera y lo hace llegar hasta 

la meta deseada. 

Este es uno de los conceptos más discutidos en la materia procesal, y aunque no existe 

acuerdo unánime entre Jos autores para precisar1o, las principales corrientes doctrinales 

lo consideran como un derecho, como un medio y como un poder juridico. 

En las instituciones romanas, la acción era .. el derecho a perseguir en juicio aquello que 

se nos debe·. Este punto de vista se fundamentó en que, tanto el proceso civil como el 

penal estaban Identificados, formando una sola disciplina integrante del derecho 

material. 



Al evolucionar el concepto, no .. le consideró como un derecho en sf, diverso del 

der9cho material, aino como el c:ter9Cho matariat mismo en au orden subjetivo. y 

despu6s. como el ejercicio de e .. derecho para provocar .. jurisdicción. 

Hugo Rocco, Camelutti, Mattirol y •lgunoa malls, afinnan que es un derecho, Manreza, 

obediente a ta tradición, la concibe como un medio; y la doctrina més moc:lema, 

encabezada por Giuuseppe Chlovenda, la definen como; ·e1 poder juridico de realizar la 

condición para la actuación de la voluntad de la ley-". 

Al igual que estos juristas, Massari, Abraham Bartolini Ferro, Enrique .Jiménez Asenjo, 

Florián y algunos más, consideran que es un poder juridico. 

Florián establece: "La acción penal es el poder jurídico de excitar y promover la decisión 

del órgano jurisdiccional sobra una determinada relación de derecho penal•. 

Este concepto es el qua más se adapta al procedimiento penal en México; nos parece el 

más sencillo, no por eso carente de técnica, porque el poder jurídico a que se refiere es 

el emanado de la ley, el cual se justifica cuando se ha violado una norma de derecho 

penal y, será prwcisamente en razón de la pretensión punitiva estatal cuando, previa 

satisfacción de determinados requisitos, se provoque la jurisdicción, cuyas 

consecuencias se.-.n la cteclar111ción de la culpabilidad o la absolución del sujeto de la 

relación procesal. • 1 

., Colfn ~. Gu1119nna, Op. oll. pp. 2!51 '252. 
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2. ANTECEDENTES HISTORICOS DE LA ACCION PENAL. 

L8 •cci6n penal. en al devenir histórico, ha atravesado por tres periodos: el de la 

llCUsación privada. el de. desde el punto de vista de Castillo Soberanes,112 la acusación 

popul•r y el de la •cusación ••tatal. 

Para poder comprender a Ja Institución que nos ocupa (la acción penal) es imprescindible 

examinarla a través del desenvolvimiento histórico que ha tenido en estos periodos. 

A. Acuaec/6n prlv•d•. 

En esta etapa el individuo que rasentia al daño ejercitaba la acción penal. Fue en los 

tiempos de la venganza privada cuando el hombre defendía por si mismo sus derechos -

Ley del Talión-. '"Tal pena cual delito• esto es lo que quiere decir la palabra .. talión•, o sea 

alma Por alma, ojo por ojo, diente por diente, quemadura por quemadura, llaga por llaga, 

mano por mano, cardenal por cardenal. 153 Es éste el principio de la Ley del Talión en que 

se creyó que todos los problemas estaban resueltos; lo único que se debía hacer era 

aplicar al transgresor lo mismo que el había hecho al ofendido; sin embargo, poco 

después empezaron serias dificultades, pues no siempre se podía aplicar el principio, ya 

que como nos dice Bemaldo de Quirós: 

LA riqueza de casos, comenzó • demostrar que no siempre era aplicable el principio del 

talión ya que en determinados delitos como los de lascivia, delitos contra la honestidad, 

: =., ~.~~·Lc::::;:;,::~e:Jdn ,,.n91compar•d•. Ciudad Trijulk). U~ de 5.no Dom#'lgo, 
e-...,..,.,.,, 1944, p. 1e. 
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el dimorfi•mo .. xual, hace complet.mente imposible au .aplicac16n, d• I• misma manera 

en loa delitos contra la propiedad; no alemp,. - le podia quitar al ladrón lo mismo que él 

había robado y definttlvamente .. consideró que únicamente la ley del Talión se limitaba 

a los delitos contra las personas, al homicidio y a las lesiones ... 

Surgieron, no obstante, otros problemas; por ejemplo: si el transgresor fuere tuerto y el 

ofendido tuviere los dos ojos. y a la inversa. 

En Grecia, en el siglo XII a. de C., Oracón optó por imponer una pena única: la pena de 

muerte, para todos los delitos, fueren éstos graves o leves. Por eso fue que en su 

tiempo, jugando con las palabras, a Drac6n se le considerara como un dragón, y por ello 

es que hoy en dia a una ley excesiva se le moteje como draconiana. Hubo periodos en 

que se prescindió de la Ley del Tallón; pero un siglo después Solón la volvió a 

restablecer resolviendo el problema del tuerto, no con arreglo a la letra de la ley, sino de 

acuerdo con su espirttu, porque, conforme a la Jey, si el que habla saltado el único ojo 

que le quedara at tuerto, a él no podlan quitarte más que uno, aunque tuviera dos; pero 

con arreglo al espiritu hab~a que dejar1o ciego.95 

En Roma volvió a aparecer la Ley del Talión, pero con un sentido más jurídico, propio del 

pueblo romano: "si membrum ruplt ni cum eo pacit. talion esto" (si alguno rompe un 

miembro a otro y no se arregla con él, hágase con él otro tanto), con esto, la fórmula 

quedó subordinada a la composición de las partes.• 

--. : =:~;~~y18. 
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A tnlv6a de esta figura los cfud•danos tuvieron en sus manos el ejercicio de la acción, 

pues no a6lo el ofendido, sino t.ambi6n loa ciudadanos, aoliciWban • la •utortdad la 

__,del delito. 

Se pensó que los delitos engendraban un mal a la sociedad, por lo que los ciudadanos, 

tueran o no vfctimas, eran los encargados da ejercitar la acción. 

Esta figura tiene su origen en Roma, en la época de las delaciones. Se nombraba a un 

ciudadano para que éste llevara ante el tribunal del pueblo la voz de la acusación, como 

ejemplo de ello citamos a Cicerón, quien tuvo a su cargo el ejercicio de la acción pe'!al 

representando a los ciudadanos; en Gracia exlstian los temosteti, que tenian el deber de 

denunciar los delitos ante el Senado, y, durante la Edad Media, a los sef1ores feudales, 

quienes ejercitaban dicha acción. 

Al abandonarse la idea de que fuese el ofendido por el delito el encargado de acusar. y 

al poner en manos de un ciudadano independiente el ejercicio de la acción, se introdujo 

una refonna sustancial en el procedimiento, haciendo que un tercero despojado de las 

ideas de venganza y de pasión que Insensiblemente lleva el ofendido al proceso, 

~rslguiese al responsable y procurase su castigo o el reconocimiento de su inocencia, 

como un noble tributo de justicia social. 
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En 6ata, son loa 6rgw,oa del E•- lo• que ejercitan 18 ec:ci6n al cometerse un delito, y 

el Estado •• el que - reprimirlos, v-..SO -• por el lnte<*s general. En esta alamma 

tiene inlerVenCl6n el E- por ,_ del -- Público, que tiene el -r da 

ejerdtair 1• •cci6n pen•I cuando - hmn reunido los requisitos indispensables para ello; 

-'· cuando ae preaentai un hecho con a.a caracteristicaa de delito, es el Estado el que 

debe velar por el orden público mediante órganos predispuestos para ello: Ministerio 

Público y el Juez. 

3. ACCION CIVIL Y ACCION PENAL 

Lai acción es un concepto que puede darse en varias esferas del Derecho; para precisar 

a cu61 de •stas corTesponde. debttnlll tomarse en cuenta I• nonna violada, de tal manera 

que .. infringir una dlapoalci6n civil, esto dará lugar a la M:ci6n civil, y cuando se trate de 

un9 nonna del Derecho Penal Sustantivo se estaré en el caso de la acción penal, por ello 

conviene sel\alar, aunque en fonna general, algunas ceracteristicas de una y otra. 

La ación civil esbll • cargo de 18 parte lesionada, ya sea un particular o una persona 

moral. 

El dat\o causado es IT'tOnll y matetial; empero, como en el orden material afecta al 

plltrimonio de las personas. procede el desistimiento, a. transacción, o la renuncia; en 

consecuencia. esencialmente tiene un fin restaurador. 
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L.ai ecci6n penal •• pública. ·~ •I nacer el delito; eat.6 encomendada generalmente a 

un órgano del Estado y tiene por objeto definir la pretensión punitiva, ya sea absolviendo 

al inocenta o condenando al culpable • •ufrtr un11 pena de prisión. una sanción 

....,.,,_, o la p6rdida de loa lns1rumentoa del delito, etc. 97 

4. CAAACTERISTICAS DE LA ACCION PENAL. 

De las cmracteristicas o principios de la acción penal, únicamente haremos una síntesis 

de las ideas de autores destacados en el ámbito procedimental penal, trataremos de 

compilar1os, pues de Ja investigación realizada se desprende una unanimidad de 

criterios. 

A. Ca,.cter público de I• acción penal. 

Prime,..mente, cabe sefialar que ta acción siempre es pública debido a que se dirige a 

poner en conocimiento del Estado, por medio del Ministerio Público, el cometimiento de 

un ilicito, a fin de que se pueda aplicar una pena a quien ha cometido un delito, y aunque 

ese delito cause un dat\o privado, la acción siempre seguirá siendo pública porque se 

encamina • hacer valer un derecho público del Estado. 

~e ha afinnado que el principio de la publicidad sufre un duro golpe con la institución de 

la querella; sin embargo, la excepción de la queretl• no modifica de ninguna forma su 

ca..-cter público. pues únicamente queda condicionada a un requisito de procedibilidad y 

sólo puede extinguirse de acuerdo con loa requisitos que se"ª'ª el articulo 93 del código 

IU Calln~~. ~. c:lf,p.252. 
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otofgallo extingue la eccl6n penlll reapeda de loa - que - persiguen por que,.lla, 

siempre que - conceda - el Mini•- Público al ••te no .,. ejercitado la misma o 

., .. el órgano jurtaclicdonal antas de dictarse aantancia de segunda instancia. Una vez 

~ el perdón, ••ta no podnll ..,,oc.rae, el par-. sólo beneficia 111 inculpado en 

cuyo favor se otorg•. • menos que et ofendido o et legitimado para otorgar1o, hubiese 

obtenido la ••tisfacci6n de aus '"'8nlses o derechos, caso en el cual beneficiará a todos 

los Inculpado• y al encubridor. 

Hay determinados delitos (injurias, robO entre cónyuges) donde el ofendido debe dar su 

consentimiento para que el Ministerio PúbHco pueda ejercitar la acción penal; asimismo, 

puede suspenderse por el perdón del ofendido. En estas condiciones, la querella es una 

mera condición de procedibiUdad para el ejercicio de la acción, y una vez interpuesta, el 

Ministerio Público debe verificar &i est6n reunidos los requisitos &egales para su ejercicio. 

Asi, no es el ofendido quien tienta en sus manos et deracho de castigar, sino sigue 

siendo el Estado mismo; e1 ofendido es quien únicamente debe dar consentimiento.• 

a. C•~r único "'91• eccl6n ,,-n•I. 

Esto significa que sólo h•Y un• acción penal para todos los delitos. No hay una acción 

especi•I. sino que envuelve en su conjunto a todos anos. 

No puede haber una acción penal para cada de1ito que hubiere cometido un sujeto 

detennlnado. De este modo, es inadmisible aceptar una ecci6n penal para cada uno de 

- ~ ~ ...... Angilt. Op. dl,pP.48y..,_ 
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loa delitos que integ,.n el cat61ogo pen•I. No podemos sostener que •xi•tai una •cción 

por robo, otra por homicidio. otrm por estupro, sino una sol• .ccl6n penal para perseguir 

las dilWentea categoñ•s de •cto• delictivos, porque la -=ción es única para todos los 

procesos, por lo que no tru~ 1• gran C8ntidad de tipos penales. 

C. ~ lndl.,,•11>1• de,. •ccldn pen•I. 

Es indivisible porque su ejercicio recae en contra de todos los participantes del hecho 

delictuoso (autores o partfclpes). No se puede perseguir sólo a uno o algunos de los 

responsables; esto obedece • un principio de utilidad práctica y social por la necesidad 

de perseguir a todos los que participaron en el hecho. no sustrayéndose, de esta forma, 

a I• acción penal. Se pone como ejemplo al adulterio por cuanto que, si el ofendido sólo 

se querella contra uno, la acción alcanzará a ambos, as( como contra los que aparezcan 

como responsables. Del mismo modo, el perdón del ofendido no sólo favorecerá a quién 

se le otorgue, sino a todos los participes o responsables.• 

D. C.,..crer lntrllacendente de I• ecclón penal. 

Este carácter Intrascendente del que habla la doctrina, no es de la acción, sino de la 

sanción, pues el ejercicio de la acción penal únicamente se limita a afectar a la persona 

fesponsable por el delito y nunca a sus familiares o terceros, de acuerdo con el artículo 

22 constitucional, que prohibe las penas trascendentales. Sin embargo, el articulo 10 del 

Código Penal para el Distrito Federal, en forma contraria, señala: "la responsabilidad 
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penal no p•.. de I• persona y bien•• de loa deUne&.•r*•· excepto en los ~sos 

especltlc.mdos por 111 ley". 

La rwparac:i6n del dat\o en nuestro aistem• tiene au fundamento en al anfculo 34 de 

C6dlgo Panel, donde - -v• .. ~ del dello • 111 cetegoña de pena pública. 

Semej•nte contraposición no .. hll encontrado, y• que .. Ham• pena a lo que no es 

pen• o público lo que •• prtvado, pues el •rticulo 91 del orden8"1iento citado señala que 

r. muerte del delincuente extingue la •cción penal, aaf como las sanciones que se Je 

hubiesen impuesto a excepción d• la reparación del dat\o. Y si la reparación del daño es 

pena la misma no puede pasar • los herederos del delincuente que ha mueno porque 

estarla en franca oposición al articulo 22 constitucional. M 

La intención del legislador fue en el sentido de proteger a las victimas y ofendidos por el 

delito, cuando por desconocimiento o por apatfa no ejercitaban dicha reparación del 

d•"º· razón por la cual el Eatntdo debla intervenir elevando Ja reparación del dat"io a la 

categorfa de pena públicm exigible a través de ta acción penal por el Ministerio Público; 

en este sentido. la acción que era privada se transmutó en pública y con ello se priva al 

ofendido de su legitimo derecho de demandar esa acción. n 

El último plllrrafo del artículo 34 del Código Penal nos dice que: "'Quien se considere con 

derecho a la reparación del dal"\o que no pueda obtener ante el juez penal, en virtud de 

no ejercicio de la acción por parte del Ministerio Público, sobreseimiento o sentencia 

absolutoria, podrá recurrir a la vía civil en los t•nninos de I• legislación correspondiente•. 
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Este•• otro caso de franca contradicción debido a que, para que la jurisdicción civil 

decidm dar procedencia a la d•m•nd• entablad• reclamando la reparación del dal'\o, es 

nec:eaarto primermrnente que haya alelo d•clarada la existencia del delito o la declaración 

del d8l\o en una ..,tencia penal. 72 

Este consista en que, una vez iniciado el ejercicio de la acción penal, poniendo en 

conocimiento al órgano jurisdiccional no se tiene más que un fin: la sentencia. El 

Ministerio Público no puede disponer de ella, ni desistir, como si fuera un derecho propio. 

En nuestro sistema, el órgeno encargado del ejercicio de la acción penal puede 

desistirse de su ejercicio en ambos fueros, previa la resolución del procurador respectivo. 

Esto es inadmisible porque si quien ejercita la acción penal estuviera facultado para 

desistirse, equivaldría a convertirte en érbitro del proceso. 

González Bustamante entiende a la Irrevocabilidad en el sentido de que una vez 

deducida la acción ante el órgano jurisdiccional, no se puede poner1e fin arbítrariamente. 

En estos términos. el desistimiento de la acción penal por el Ministerio Público mina la 

base en que se sustenta et objeto del proceso, y en estricto derecho debe 

rechazársela. 73 

En el mismo sentido se manifiesta Tolomei, ya que dice: 

T,I ....... pp.118y117. 
"'~~ • .Jtmn..,.._ ~-del'echa~pett.i,,_..OC-,ed.119, Edl..MliJlk:o,Pam:'lm. 

1915,p.41. 
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Si •• oblig•tork> P•l'8 el Minl•t•rio Público provocmr una sentenci• juriadiccion•I sobra la 

prwtenaión que surge del delito, no .. ve cómo -te deber pued• coexistir con la facultad 

de deaiatirae de 1• 8CCl6n; prwciaamente porque tal deber ae ,.fiera, no • un mero acto 

lntraductivo. sino • una decisión del Juez. 74 

B•jo este presupuesto, el desistimiento no puede ,..,izmrse ni .un en los delitos que se 

peraiguen por querella d• par1e en tos que •• concede un margen de disposición al 

ofendido, pues en este caso no existe un desistimiento, sino un otorgamiento del perdón. 

De la misma manera, el desistimiento. aunque ello suponga el reconocimiento de la 

inocencia del inculpado, se opone abiertamente al principio de la inmutabilidad del objeto 

del proceso.75 

F. C.,..cter nec ... rlo. ln•vlmbl• 11 obllg•torlo d9 I• •cclón pen•I. 

Para que el órgano jurisdiccional pueda iniciar el proceso, es requisito indispensable que 

el Ministerio Público deba, necesaria, inevitable y obligatoriamente. ejercitar la acción 

cuando estén reunidos los requisitos o exigencias legales para su ejercicio plasmados en 

el •rtfcuto 16 constitucional. fos cuates consisten en: 

a) L9 existencia de un hecho u omisión que defina la ley penal como delito; 

b) Que el hecho •• atribuya a una persona fislca, ya que a una persona moral no puede 

enjuici*ra•le; 
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e) Que el hecho u omisión _llegue •1 conocimiento de t. •utoridad, por medio de la 

querena o la denuncia: 

d) Que et delito que •• knpute .. castigue con una sanción corporal; 

e) Que S. afirmación del denunci.nte o querellante est6 apoyada por declaración de 

persona digna de fe o por otros datos que hagan probable la responsabilidad del 

Inculpado. 

Asimismo, el principio consiste en que no se puede aplicar ninguna pena si no es a 

través del ejercicio de la acción penal. En este sentido, la declaración del órgano 

jurisdiccional puede ser de absolución o de condena.711 

También debemos llamar la atención a este respecto, sobre lo que dice Tolomei: 

·c ... ) debe ejercitarse la acción siempre que exista delito (principio de legalidad), no 

puede Imponerse una pena sin que la acción se haya ejercitado (principio de 

inestabilidad). Por ello, un principio es el correlativo racional del otro. Por otra parte, no 

puede renunciarse, mediante la Inactividad del órgano administrativo a la actuación 

jurisdiccional respecto a la pretensión punitiva, cuando ésta deba existir, sin que con esa 

inactividad pueda lograrse una acción eventualmente indebida. la acción es necesaria 

como para lograr una afinnativa respecto a la pretensión basada en un hecho 

~elictuoso•. n 

"-.... 
rr C.- pm-C..-0 ~ ........ ""-'· Op. e*. pp. !iO 1'51. 
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El particular, en ••t• .. ntldo, no puede voluntari•mente someterse • 1• pena, sin que 

h•Y• habido previamente un proceso, pues si .. cometi6 un delito, -n11 necesario e 

ineludible provocmr al 6rg•no jurisdtcciOJ\91 para que sea 6ste el que defina su 

rwapona.billdad, porque al Ministerio Público sólo .... encomienda au ejercicio y al no 

hacerfo rebasa sus fUnclon•a. 

G. Ca,..cter Inmutable de I• •ccl6n penal. 

Este principio consiste en que, una vez constituida la relación procesal, la voluntad 

dispositiva de las partes se sustraie al desenvolvimiento del proceso. No existe pues la 

posibilidad legal de paralizar su marcha, y el principio actúa aun en los casos en que 

pudiera aparecer reconocida la disposición de las partes, como en la institución de la 

querella, en la que opera el perdón del ofendido. 

5. TITULARIDAD DE LA ACCION PENAL 

En nuestro sistema. confonne al articulo, 21 de nuestro código fundamental, el ejercicio 

de ta acción penal se le encomienda a un órgano del Estado denominado Ministerio 

Público. 

En efecto, as( lo establece el principio de la oficialidad, que consiste en que el ejercicio 

de la acción penal debe darse siempre a un órgano del Estado. Da la misma fonna actúa 

el principio de la publicidad, y• que al cometerse un delito, se lesiona con ello a la 

sociedad y, por ende al interés püblico, razón por la cu•I debe ser un órgano del Estado 
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el encmrgado da vel•r por ~· intereses de éstm. reprimiendo •I delito • través de un 

órgano instituido para tal efecto, que, como y• h•biamoa dicho. •• el Ministerio Público. 

Bajo .. vigencia d• la Constitución d• 1857, .. lnv••tig11Ci6n de los d91itos corraspondia 

exdustvamente a los Jueces. quienes ejercian funciones de policia judicial. Y por cuanto 

al Ministerio Público, éste estaba impedido para practicar investigaciones por si mismo y 

no tenia otra función más qua la de poner en manos del juez competente las 

averiguaciones que hubiere recibido y en el caso de practicar diligencias por falta del 

agente de la policia judicial, estaba obligado a remitir1as al juez competente, dentro de 

las 36 horas de haber1as realizado. Y cuando el detenido era puesto a disposición del 

juez, 61 mismo o sus agentes compelian a los reos a declarar en su contra, inclusive, 

aplieiindoseles tonnento. 

En los debates del Congreso Constituyente de 1856--1857, no prosperó Ja idea de 

instituir I• ftgura del Ministerio Público. De este modo se permitía al ofendido por el delito 

acudir directamente a tos tribunales, ya que se consideró que el particular ofendido por el 

delito no debla ser sustituido por ninguna otra institución, además que. con el Ministerio 

Público independizado éste del órgano jurisdiccional, retardaría la acción de la justicia 

pues se tendrfa que esperar a que dicho órgano ejercitara la acción penal. 

~o fue hasta la Constitución de 1917 cuando se implantó de manera definitiva al 

Ministerio Público con las funciones de persecución e Investigación del delito, teniendo 

bajo su mando • la pollcia judicial. 

"11 nrnE 
;.;¡ . .,j..t¡,¡· ... ;.• 



Aai ae privó • loa p•rticularwa de au ClereCho de mcudlr • lo• tribunales, lo mismo que de 

au dereeho público subjetivo de ejercitar 1• acd6n. pues •ho,.. debe"*n h•cert• valer 

...,.. el ,.p,. .. ntante aocial. _,,. •I único 6rg•no legitimado pmra ello: el Ministerio 

Público. 

Empero. •I privar al partieular de ese derecho. el .. tacto se comprometi6 • ejercerto en 

au tugar. quien por ello resulta obligado a hacerte y el particular debe estar facultado 

para que se cumpla ese derecho que ae I• ha quitado. 

El legislador. aparte de las razones expuestas en la parte relativa a los debates del 

Constituyente de 1916-1917. vio las desventajas de dejar en manos de un particular el 

ejercicio de la acción penal, quedando a su arbitrio el ejercicio o no, dejando de esta 

tonna infinidad de delitos impunes, pues los tribunales estañan Impedidos para actuar 

sin el previo ejercicio de la acción; de esta modo, el particular podría autocomponerse 

con el infractor, no haibiendo •si seguridad juridica. Asi. el Est8do insti,tuyó la .figura del 

Ministerio Público como un órgano especializado y de buena fe, para que él, en 

representación del individuo y de ta sociedad. ejercitara la acción penal, velando de esta 

manera por el interés social que debe prevalecer siempre por encima del interés 

particular. 

Cabe hacer mención que la declaración de procedencia dispuesta en el articulo 111 

constitucional, no se opone • la titul•ridad del Ministerio Público. Ya que se dispone que 

para proceder penalmente contra los servidores públicos que ahi se mencionan, por la 

comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, la Cámara de Diputados declarará, 

por mayorfa absoluta de sus miembros presentes en sesión, si hai o no lugar a proceder 
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contra et inculpado. y ai h• lugar a proceder. el sujeto quedará • disposición de las 

autoridades competentes para que 8Ctúen en arreglo • la ley. 

Esto quiere decir que quedanli a disposición del Ministerio Público para que ejercite la 

acción penal ant• et órgano jurisdiccional. 

No obstante todo lo anterior. en el artfculo 11 O Constitucional encontraremos un caso de 

excepción traténdose del juicio poUtico: la Cámara de diputados procederá a la 

acusación respectiva ante la Cámara de Senadores, previa declaración de la mayoría 

absoluta del número de los miembros presentes en sesión, y conociendo de la 

acusación, la Cámara de Senadores erigida en jurado de sentencia, aplicará la sanción 

correspondiente. 

No obstante, y excluyendo este caso de excepción, en nuestro país et único órgano 

legitimado para ejercer la acción penal es el Ministerio Público. 78 

González Bustamante, 79 al respecto, considera que en el ejercicio de la acción penal 

existen dos principios directrices: el principio de la legalidad y el principio de la 

oportunidad. Se pregunta si el órgano de la acusación es lib.-e para ejercitar o no la 

acción penal o si debe tener en cuenta el interés del Estado, en un momento 

detennlnado. El principio de la legalidad se funda en que, Invariablemente, debe de 

ejercitarse la acción penal siempre que se encuentren satisfechas las condiciones 

mfnlmas o presupuestos generales y cualquiera que sea la persona contra quien se 
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intente. El órgano de •cua.dón .. encuentra subordinado a la ley misma. tiene el deber 

de ejercitar la acción. tan luego como las condiciones generales •• encuentren 

satisfechas; en consecuencia, el ejercicio de ta acción •• obligatorio. El segundo 

principio es de oportuniCS.d; la 8CCióf'1 penal no debe ejercitarse cuando asi convenga a 

las razones del Estmdo, porque se b.lrbe la paz social o se quebranten intereses políticos 

o de utilidad pública; campea un criterio de conveniencia, que resulta muy perjudicial 

para satisfacer los anhelos de justicia; el ejercicio de la acción penal es potestativo; se 

deja en manos del órgano del Estado resolver sobre su ejercicio. México ha reconocido 

el principio de la legalidad. Si están satisfechas las condiciones legales, el órgano de 

acusación no puede eludir su ejercicio, a pesar de que resulte perjudicial para los 

intereses del Estado. Alemania antes de la guerra, tenia reconocidos ambos principios; 

para los crimenes. el principio de la legalidad era Invariable y obligatorio, en tanto que en 

los delitos, su ejercicio era potestativo para el órgano del Estado encargado del ejercicio 

de la acción, previa consulta de la opinión que sostenga el titular judicial, principalmente 

cuando se trate de delitos leves que no quebranten el orden social de un modo notable; 

por lo que se refiere a las contravenciones, ambos principios actúan simultáneamente. 

prevaleciendo el principio de oportunidad cuando se trate de menores delincuentes. En 

Italia impera el principio de legalidad, asi como en España y en los Estados Unidos de 

Norteamérica . 

6. PROCEDENCIA DEL E.JERCICIO DE LA ACCION PENAL 

La procedencia del ejercicio de la acción penal la encontramos establecida en el articulo 

21 Constitucional, el cual nos dice que •ta imposición de las penas es propia y exclusiva 
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de la •utoridad judicial. ~ pe~ecución de los delitos incumbe al Ministerio Público y a la 

Policfa Judicial, I• cual estará bajo I• autoridad y mando inmediato de aquél'". 80 

De a. ~ra de esta articulo encontramos que: 

10. La imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad judicial. y 

2o. La persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público y a la Policia .Judicial. 

Claramente distinguimos Ja separación de estos dos campos de atribuciones entre dos 

autoridades distintas; en este caso la del Juez y la del Ministerio Público. Así, el órgano 

jurisdiccional no puede entrar en el campo o esfera de acción del Ministerio Público. 

Del mismo modo, el Ministerio Público no puede invadir la competencia del órgano 

jurisdiccional; es decir, no puede imponer las penas ni tener Imperio para decidir el 

proceso; significando con ello que no puede recaer en él ambas facultades. 

Debe entenderse el artículo 21 constitucional en el sentido de que confiere al Ministerio 

Público la función de persecución de los delitos, en virtud de que la acción no es algo 

que ha ingresado a su patrimonio y del cual pueda disponer a su arbitrio, si no una 

atribución que en todo momento debe cumplirse; en estos términos debe ejercitarse la 

acción y no renunciar a la misma absteniéndose o desistiéndose porque carece de 

f!Jicultades para hacerte. 

Para el normal ejercicio de la acción, es indispensable que se satisfagan determinados 

requisitos expresamente sel"ialados en las leyes. Florián los llama "'Presupuestos 

• ~ Palftica d9 lu9 E8t8doa UNl:loe; ~. 19915, 9dt. Póm.J9. 
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generalas•, en otro• ténninos, a.a condiciones minimaa p.,.. que I• tlCCión ae promueva. 

En el procedimiento mexlcmno, k>a prwaupueatoa generalas esüin .. t\alados en el 

articulo 16 de la Constitución Politica de I• RepúbliCll, y consisten: •) En 1• existencia de 

un hecho u omisión que defin• a. ley penal como delito, debiendo entenderse que el 

et.lito imputado parte de un supuesto lógico; b) Que el hecho se atribuya • una persona 

flsiCll, ya que no se puede juzg11r o enjuiciar a una persona moral; e) Qua el hecho u 

omisión llegue al conocimiento de la autoridad, por medio de la querella o de la 

denuncia; d) Que el delito Imputado merezca sanción corporal, y e) Que la afirmación del 

querellante o del denunciante esté apoyada por declaración de persona digna de fe o 

por otros elementos de prueba qua hagan presumir la responsabilidad del inculpado. El 

ejercicio de la acción constituye la vida del proceso; es su impulso. la fuerza animadora, 

de tal manera que no puede hacer proceso si la acción no se inicia. Su desarrollo se 

funda en el interés del Estado de perseguir al responsable, con arreglo a las normas 

tutelares del procedimiento. • 1 

7.- LA PROBLEMATICA DEL TIEMPO EN CUANTO AL EJERCICIO DE LA ACCIÓN 

PENAL 

Por lo que respecta a este punto tenemos que analizar1o desde dos aspectos: 

a) con detenido y, 

b) sin detenido. 

.. Gondlm ~.J.-.. Jcaii6, o,,. cll, p. 42. 
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En el primer caso tenemos que cuando la averiguación previa se lleva con detenido el 

Ministerio Público tiene un término de 48 horas para determinar el ejercicio o no ejercicio 

de la acción penal tal y como lo establece el articulo 16 Constitucional en su párrafo 

séptimo que a la letra dice "'Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público 

por más de cuarenta y ocho horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o 

ponérsela a disposición de la autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos 

casos que la ley prevea como delincuencia organizada. Todo abuso a lo anteriormente 

dispuesto será sancionado por la ley penal ... • por lo que en este caso no existe ningún 

problema, pero la problemática se presenta cuando estamos ubicados en el segundo 

caso que es cuando la averiguación previa se lleva sin detenido porque la ley no 

establece ningún término para que el Ministerio Público ejercite la acción penal, sin 

embargo considero que esto no debe implicar mucho problema en virtud de que si la 

averiguación previa se lleva sin detenido tendriamos que irnos a los casos de extinción 

de la acción penal a que se refiere el Código Penal y que son: por muerte del inculpado 

(articulo 91); por amnistla (articulo 92); cuando se otorga perdón; y en los casos de 

prescr1pción (artículos 104, 105, 106, y 107). 

Al respecto Manuel Rivera Silva nos dice "en el caso de muerte del delincuente, a pesar 

de lo expresado en la ley ('"extingue la acción penal"), lo que en verdad desaparece es la 

aplicación de las sanciones, exceptuándose la reparación del daño y el decomiso de los 

instrumentos y objetos del delito. Atentos a lo expuesto se puede asegurar: no se 

extlngui la acción penal; ésta y su ejercicio existieron, pues de otra manera seria 

imposible explicar la subsitencia de la reparación del daño y el decomiso con su calidad 

de pena pública: sólo teniendo la acción y ejercitándola se puede desembocar en un 

castigo. Por tanto lo único que desaparece con la muerte del delincuente ya condenado, 
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•• el derecho del Ejecutivo de h•cer efectivas •lgunas .. ncic>nea. S61o f•llece I• •cción 

penal y en consecuencia au ejercicio cuando la muerte aobrwviene ant.s de que haya 

.. ntencia ejecutoriada, sin inftulr esta situación en las acciones de carácter civil. 

Para la amnistia son validos en general loa pensamientos expuestos en lo relativo al 

perdón del ofendido, únl~m•nte procede mdvertir que el ac.bamiento de la acción penal 

y su ejercicio, exige que tal perdón •• conceda antes de dictarse sentencia de segunda 

instancia y el reo no se oponga al otorgamiento. 

Sintéticamente podemos expresar: en la prescripción de la acción, efectivamente por el 

transcurso de los lapsos fijados en la ley, se extingue .ea acción penal y por ello no puede 

ejercitarse•. 92 

La prescrici6n producirá su efecto, aunque no la alegue como excepción el acusado. Los 

jueces la suplirán de oficio en todo caso, tan luego tengan conocimeinto de ella, sea cual 

fuere el estado del proceso (artículo 101 del Código Penal). 

Una de las causas principales para que se lleve tanto tiempo en detenninar el ejercicio o 

no ejercicio de la acción penal es que no se aportan los elementos de prueba necesarios 

y en este caso se tiene que mandar el asunto al archivo y una vez que existan más 

elementos de prueba se regresa el asunto para su estudio pero mientras tanto ya ha 

transcurrido un largo tiempo, que puede propiciar la extinción de la acc6n penal. 

-2 RNsa stt\19, ~. Op, Cit. pp. 415 Y47 
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8. EL NO EJERCICIO DE LA ACCION PENAL. 

De acuerdo con el artlculo 137 del Código Federal de Procedimientos Penales83 "'El 

Ministerio Público no ejerci~ a. acción penal•: 

t. Cuando I• conducta o los hechos de que conozca no sean constitutivos de delito, 

conforme • la descripción típica contenida en la ley Penal; 

11. cuando se acredite plenamente que et Inculpado no tuvo participación en la conducta 

o en los hechos punibles, y sólo por Jo que respecta a aquél; 

111. Cuando, aun pudiendo ser delictivos la conducta o los hechos de que se trate, resulte 

imposible la prueba de su existencia por obstáculo material insuperable; 

IV. Cuando la responsabilidad penal se halla extinguido legalmente, en los ténninos del 

Código Penal, y 

V. Cuando de las diligencias practicadas se desprenda plenamente que el inculpado 

actuó en circunstancias que excluyen la responsabilidad penal. 

Se dice que el Ministerio Público es un órgano creado para defender la legalidad, es un 

~rgano de buena fe y hasta de equidad, encargado de proteger el interés social. Pero, 

¿qué sucede cuando dicho organismo se abstiene o se desiste de ejercitar la acción 

penal? Sin lugar a duda, la actuación del Ministerio Público en este sentido es en 

q C6dlgoF..._.,d9P~~.Ec11t.Poma.19915,pp.30y31 
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detrimento de I• legalldmd, del interés socilll, con perjuicio del Ofendido y del principio de 

indisponibilidad de i. •cci6n pen.I y de I• inmui.bilidmd del proceso. 

Igualmente cuando formula condusionea de no ecusaci6n. el Ministerio Público esta 

disponiendo del proceso. ya que kli• efectos de 6stas se traducen en el sobreHimiento 

del proceso, equivalente a una sentencia absolutoria. 

Y el ofendido por al delito y las victimas, ¿qué papel juegan? Lamentablemente, en 

nuestro sistema no existen verdaderos medios de control como en otros paises, en 

donde se acepta el concurso subsidiario de los particular-es o de asociaciones gremiales, 

o las atribuciones señaladas por el Código francés al tribunal de apelación, el cual suple 

de oficio cuando el Ministerio Público manifieste inactividad o falta de Interés . .,,. 

En nuestro medio, la única vi• que se podia intentar es acudir en queja ante los 

procuradoras respectivos -como jefes del Ministerio Público-, por el término de quince 

dias (recurso de control intemo) para qua •stos revisen la resolución Impugnada; pero si 

el procurador insistiere y confinnara la resolución. nada se podía hacer; el ofendido y ta 

victimas quedaban en igual fonna presos de la más terrible impotencia. ¿Qué podían 

hacer? Nada, cruzarse de brazos, reslgn•ndose, so pena de caer en la abominable 

tentación de la venganza privada. 

Con respecto a lo anteriormente dicho González Bustamante menciona que .. se ha 

discutido si es conveniente que exista un sistema da garantfas y control para que ta 

acción penal sea ejercit8da d9 un modo obligatorio por su titular, si están satisfechos los 

.. C..-O~ ............... Op.o/l, pp. 25y2B 
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'9CIUi•itoa legales. Si I• •ccic~n penal no ea un derecho potestativo ni corresponde • su 

titular decidir de manera arbitraria ai 1• ejerclt. o no, el problema planteado merece 

estudiar.se, sobre todo en paises que. como M6xico, han reconocido el principio de la 

legalidmd. Parai evitar .cusaciones temerarias, lo• Códigos de Procedimientos Penales 

en materia Común, federal y militar, disponen q..- tan luego como los funcionarios o 

agentes d• la Policia Judicial, tengan conocimiento de que se ha cometido un delito, si 

ea da los que .. persiguen de oficio, procederán sin demora a su investigación, y que 

cuando .. tr.t.e da delitos persegulbles por querella necesaria, antes de proceder, el 

querellante o su apoderado que tengan poder con c1•usula especial o instrucciones 

concretas de au mandamiento para el caso, debenlin ser citados para que ratifiquen la 

querella, y antes de practicar las primeras diligencias, deberá hacerse saber al 

querellante las sanciones en que incurre si se produce con falsedad; asentar los datos 

generales para la Identificación de ta persona del querellante, y asi mismo, comprobar su 

personalidad con arreglo a la ley. El titular de la acción debe actuar de manera 

imperativa, si los requisitos legales para promover la acción se encuentran satisfechos. 

La necesidad de corregir las arbitrariedades en que suele incunir el titular de la acción 

penal, dio origen a que en las discusiones habidas en el Par1amento Francés para 

adicionar el Código de Instrucción Criminal, se adoptase un sistema de revisión, 

consistente en que cu•ndo el ofendido el ofendido por el delito no ha logrado que el 

órgano de acusación ejercite la acción penal y ordena el archivo de las diligencias, de tal 

manera que su resolución sea lesiva para los intereses del quejoso por estimarse que no 

se encuentran ajustadas a las disposiciones legales, puede demandarse la Intervención 

del Tribunal de Segunda instancia para que examine las diligencias practicadas en el 

periodo pre-procesal o de investigación y determine si están satisfechos los requisitos 

legeles para que ta acción se ejercite. La Ley Procesal y la Jurisprudencia francesas, 
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rec:onocen que el Tribunal de Segunda lnat.nda. mjust*tdoae .. trtctamente • las 

diapoaicionea legales, ••i* facun.clo p.,.. resolver al •• o no procedenm el ejercicio de la 

acción pen•I y devolver .. dll'-"'°'• ~ ., tribun•I de 1• •cción para que la 

promueva. Anailogo procedimiento - emple• en Alemmnl•, donde el ofendido por el 

delito eat.6 facultado parw1 interponer el ,.curso jer*quic:o y jurisdiccional, si el Ministerio 

Público resuelve que, • su juicio, no debe ejercit8rse la acción. El articulo 71 del Código 

de Procedimiento• Pena ... de Alemanlai dispone que el ofendido que no tenga resultado 

en I•• gestiones hechas para que el Ministerio público ejercite la acción penal, puede 

ocurrir al Tribunal de Segunda lnstaincia, quien resolvenil lo que sea procedente, En Italia 

se siguió un sistema de control en el examen de la diligencias que anteceden al ejercicio 

de la acción y se reconoció la intervención de los órganos jurisdiccionales de segunda 

instancia, como en Frmncia y en Alemania. Més tarde, se suprimió este régimen de 

control y se substituyó por una vigilancia por parte los funcionarios superiores del 

Ministerio Público.85 

En nuestro pafs. desde I• vigencia de la Constitución Política de 1917. se consagró c.; 

monopolio de la acción penal por el Estado en manos de un solo órgano: el Ministerio 

público y la jurisprudencia nacional ha sostenido que le corresponde exclusivamente su 

ejercicio, Sin embargo, la Suprema Corte de Justicia dice que ·s1 bien es cierto que el 

Ministerio Público está encargado de representar a la sociedad ante los tribunales, de 

perseguir los delitos y de acusar a los autoras. cómplices y encubridores de ellos, 

tambi6n lo es que esta función no excluye el derecho de tos querellantes o acusadores 

par. exigir que se practiquen todas las diligencias necesarias, en un concepto, tendiente 

• demoslnlr .. e><istend• del 1'1-.:h<> y .. responsabilidad que atribuyen •1 acusado, y el 

- ~.....,,.,... J..-n ...... Op. di, pp. 50y5t 
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hecho de que el Ministerio Pübllco plt:MI q- u decla,. que no hay delito que perseguir, 

no •• obatácUlo para que el tribunal de atzad• mande practicar, • petición del 

querellante. las diligencias qu• tllate juzgue necesarias para el esclarecimiento de los 

heeho•·.• 

Contra tas providencias dictadas por los funcionartos del Ministerio Público declarando 

no haber elementos suficientes para el ejercicio de la acción penal, las leyes orgánicas 

de la institución establecen que el querellante, podrá ocurrir dentro de los quince dlas 

siguiente al en que hubiese sido notificada la resolución, al Procurador General de 

Justicia quien oyendo el parecer de sus agentes auxiliares, decidirá, bajo su más estricta 

responsabilidad si se confinna, revoca o modifica la resolución requerida. 

Si el Ministerio Público en México se niega a ejercitar la acción y si el Procurador de 

Justicia confirma el mandamiento denegatlvo, sólo es procedente el juicio de 

responsabilidad. Sin embargo se ha querido encontrar la solución en el juicio de 

garantias y con motivo de alguna resolución dictada por la Suprema Corte de Justicia, 

interpretando el articulo 21 de la Carta Fundamental de la República, en el sentido de 

que no existe violación constitucional cuando, el Ministerio Público se niega a ejercitar la 

acción se argumenta que la disposición legal Invocada. garantiza a todo ciudadano que 

sólo el Ministerio Público podrá ejercitar en su contra la acción penal. y además, que sólo 

s:• perseguirán los delitos por el Ministerio Público siempre que éste sepa su existencia y 

se satisfagan les dermis exigencias legales.87 

• .,___1'Mlic:ial•l-.~T-IV,p. t0l? . 
., ~ ......,_..., ...... .Ja96, Op. dt. p. 52 



Por lo que respecta • fo .mea mencionado podri•mo• decir de algw1a1 m•nen1 que ae h• 

inten- poner un• 80luc:l6n • - probi....., mmdl•nte .. refonn• qu. - hizo •I •rtlculo 

21 de i. Constitución Poli- de loa Es-• Unidos Me>dc8nos, - 31 de diclmmbrw de 

1994, pero •ún faltmn por ...,.,.._. ..... Y•• --- de i. matarla, por lo que 

podri...,..• decir - - prac:e90 de rwform• esta Inconcluso y ••te •• el - que 

eborderwmos en el próximo cepltulo. 



. CAPITULO QUINTO 

MEDIOS DE lllPUONACION EN CONTRA DEL NO EJERCICIO DE 

LA ACCION PENAL 

1.- LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA GENERAL DE LA REPUBUCA. 
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En este apartado haremos una breve referencia de los puntos relevantes que contiene la 

Ley Orgánica de la Procuradurfa General de la República acerca del Ejercicio y no 

Ejercicio de la Acción Penal por parte del Ministerio Público Federal. 

En prtncipio diremos que la Ley Orgánica de la Procuradurfa General de la República en 

su articulo 2° nos dice cuáles son las atribuciones del Ministerio Público Federal entre las 

qu. clestac.-n se encuentra la establecida en la fracción V y que se refiere a la 

"'persecución de los delitos del orden federal'", la cual encuentra su fundamento en el 

articulo 21 Constitucional primer párrafo, segunda parte que nos dice • ... La persecución 

de los delitos incumbe al Ministerio Público y a la policia Judicial, la cual estará bajo la 

autorid•d y mando de aquél...•. 

Asimismo el articulo 7° de la mencionada ley señala que la persecución de los delitos del 

orden federal comprende: 

Fracci6n l. En la averiguación previa, I• recepción de denuncias y querellas. conforme a 

lo dispuesto en el articulo 16 constitucional, y la práctica de todos los actos conducentes 



al aawditamlento - loa -ntoa del tipo y de la probable responsabilidad del 

indiciado, como elementos que fundan el eie- de la acción penal, aar como la 

protección al ..,__ por et delito en loa 16rmfnoa ~· aplicables. El Ministerio 

Público aollcltanll a la autoridad juriacltcclonal las medidas precautorias de arraigo o da 

•seauramiento patrimonial que resulten indispensable• pmra toa fine• de I• averiguación 

previa y, en au ca.O y oportunidad, ~ra el debido desarrollo del proceso. 

Del an•ll•i• de los mencionados .rtfcutos encontramos que el Ministerio Público Federal 

deberé ejercitar la acción penal, cuando •• encuentren acreditados los elementos del 

tipo penal y de la probable responsabilidad, sin embargo existen algunos casos en los 

qua aún estando reunidos loa mencionados elementos el Ministerio Público no ejercita la 

acción penal por capricho, negligencia o en algunos da los casos por carga de trabajo y 

lo que se hace es mandar el expediente al archivo o reserva, quedando de esta fonna 

Impunes algunos de los delitos. Pero el ofendido por el delito, que considera que existen 

elementos suficientes para detenninar la probable responsabilidad del indiciado, qué 

medio de impugnación tiene para hacer valar su derecho violado, la ley Orgánica de la 

Procuradurfa General da la República en este aspecto no menciona nada, y mientras 

tanto siguen quedando impunes muchos delitos, hasta en tanto no sea reformado este 

ordenamiento. 

2.- LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA GENERAL DE .JUSTICIA DEL DISTRITO 

FEDERAL 

Por lo que respecta a este ordenamiento se establecen en su articulo 2º las atribuciones 

del Ministerio Público, entre las q..- se encuentrm la persecución de los delitos por parte 
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del Ministerio Público. que ·~ ••te caso •• a. que m6s nos intere .. ; •rtlculo 2•.- .. La 

institución del MinJateño Público det Distrito Federal, presidida por el Procuraidor General 

de Justicia del Distrito Federal, en au cenicter de representante social, tendrá las 

siguientes atribuciones, que ejercenll por conducto de su titular o de sus agentes y 

-.axiliarms, confonne a lo establecido en el articulo 7 de esta rey-. Fracción 1.- Perseguir 

los delitos del orden común, cometidos en el Distrito Federal. 

El articulo 3° del mismo ordenamiento sei'ilala que: en la persecución de los delitos del 

orden común al Ministerio Público le corresponde: A: En la Averiguación Previa: Fracción 

111.- Practicar las diligencias necesarias, para la comprobación del cuerpo del delito y la 

probable responsabilidad de q•Jienes en ellos hubieren intervenido, para fundamentar, en 

su caso, el ejercicio de la acción penal. 

Este mismo artfculo en su fracción VI del apartado A nos menciona en qué casos el 

Ministerio Público no deberá ejercitar la acción penal. a la letra dice; fracción VI. No 

ejercitar la acción penal; 

a) Cuando los hechos de que conozca no sean constitutivos de delito, confonne a la 

descripción ti pica contenida en la ley penal. 

b) Cuando se acredite plenamente que el inculpado no tuvo intervención en los hechos 

~unibles y s61o por lo que respecta a él. 

e) Cuando la responsabilidad penal se hubiere extinguido legalmente, en los términos del 

Código Penal. 

d) Cuando de las diligencias practicadas se desprenda plenamente que el Inculpado 

actuó en circunstanc:Yts que excluyen la responsabilidad penal; 



•). C..-ndo, aun pudiendo - delldivoa loa hecho• de que ae trate, reaulte lmpoalble la 

prueba de au exlatencla por obat6culo mateflal lnaupe,.ble. 

c..- por cualquier motivo el Mlniaterlo Público conaigna a la au.-d judicial al¡¡ún 

•sunto el que .. refierm eatai tracción, el juez det conocimiento. de oficio, dictará el 

sobraaeimiento respectivo. Sin embairgo considero que no es .c:tecuada esta disposición 

en vktud de que no puede ur mplicabf9 • todos los incisos que comprenden esta 

fracción. como por ejemplo ... 

También el apartado B de este articulo se refiera al Ejercicio de la acción penal pero en 

este caso nos Interesa en especifico lo que menciona la fracción 11 que dice: Ejercitar la 

acción penal ante los juzgados competentes por los delitos del orden comlln, cuando 

exista denuncia, o querella, o ••"' comprobado el cuerpo del delito y la probable 

respons•bllid•d de quienes hubier9n intervenido, solicitando las correspondientes 

órdenes de aprehensión o de comp•recencia. 

Como podemos observar esta ley nos dice que pmra que et Ministerio Público pueda 

ejercitar la •cción penal deben estar acreditados lo• elementos del tipo y de la probable 

re•ponsabilidad al tgu•I que lo haca la Ley Org6ntc. de la Procuraduría General de la 

Repúblicai difiriendo un poco por lo que rwspeda •I no ejercicio de la acción penal ya que 

I• ley en estudio s( h•ce refenmci• en cuanto • en q~ casos no se deberá ejercitar la 

acción pen•I, pero 8dem6s esta ley noa menciona en au mticulo 10, que los servidores 

públicos substitutos del procurador, lo auxili•rán en las funciones que esta ley le 

encomiende y, por delegación que haga el titular mediante acuerdo, resolverán los casos 

en que H conault9 el no ejerdcio de la .cci6I\ penal y ta formulación de conduatones no 
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ecusatorias, asi como las co_nsutt.a que el Agente del Ministerio Público formule a las 

p,.vencionea que .. autoridad judicial acuerde. en loa •rminoa que la ley establezca. a 

propósito de conclusiones prasentadas en un proceso penal o de actos cuya 

conaecuencia saa el sobreseimiento del proceso o la libertad absoluta del inculpado 

antas de que .. pronuncie la -ntencia. El articulo ?- del Reglamento de la Ley Orgénica 

de la Procuraduria General del Justicia del Distrito Federal en su fracción X nos dice que 

tos aubprocuradoras están facultados para resolver en los casos en que se determine el 

no ejercicio de la acción penal. 

Estos son a grandes rasgos los puntos relevantes de que tratan las leyes a que hemos 

hecho referencia. Como podemos observar ambas tratan lo relativo a los casos en que 

se debe de ejercitar la ación penal, pero también encontramos que la Ley Orgánica de la 

Procuradurfa General de la Repúb1ica no menciona en qué casos no deberá el Ministerio 

Público ejercitar la acción penal y tampoco to relativo a los casos en los que se resuelva 

sobre el no ejercicio de la acción penal quién es la autoridad que deberá de conocer del 

asunto. 

Es importante hacer notar que a pesar de que la Ley Orgánica de la Procuraduría 

General de Justicia del Distrito Federal haca una breve referencia de cuál es la autoridad 

competente para conocer de los casos en los que se resuelva sobre el no ejercicio de la 

~cción penal, ésta debe ser refonnada ya que no deberla ser un auxiliar del Ministerio 

Público quien conozca del asunto porque no existe una verdadera revisión de sus 

propias detenninaciones, esto sin considerar además que no se menciona en ninguna de 

las leyeS et.mi es el medio de defensa que tiene el ofendido por el delito para poder hacer 

v...,. su derecho violado, por lo que considero que el ofendido se encuentra en un 
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estado de indefensión. Esto •• porque rwautt. ilógico que 18 mlam• autoridad resuelva 

sus propias detennin.cionaa. porque .. praataria • que no a.a revise y confinne su 

resolución. 

Adernalls d9 loa comentairioa hechos debemoa de decir que t8nto a. Ley Orglinica de la 

Procunoc:turfa General de I• República como la Ley Org6nial de i. Procuradurla General 

de Justicia del Distrito Fede,..I deben ser '8fonnadas en vlnud de la reforma que sufrió 

el articulo 21 Constitucional del di• 31 de diciembre de 1994, ya que en esta refonna se 

menciona que encontnl de las determinaciones por parte del Ministerio Público sobre el 

no ejercicio y desistimiento de la •cción penal, el ofendido por el delito podrá acudir ante 

los bibunales jurisdiccionales, lamentablemente dicha reforma no contempla qué medio 

da impugnación es el que procede ni mucho menos ante qué autoridad especifica es 

ante la que se podrá acudir sino lo único que hace es mencionar que esto será en los 

ténninos qua estmblezca I• ley. por lo que considero que los legisladores deberán 

reformar las mencionad•• leyes. Esto no significa que la mencionada reforma sea inútil, 

en razón de que deja abiertll la puerta p•ra que las leyes adjetivas determinen cual es el 

medio de impugnación que procede y ante qua autoridad. razón por la cual considero 

que deben ser reformadas. 

3.· REFORMA AL ARTICULO 21 CONSTITUCIONAL DEL 31 DE DICIEMBRE DE 1994. 

En principio diremos que este es el punto m6s reJevante de nuestro tema ya que se 

tratará lo relativo • I• reforma que sUfrió el articulo 21 constitucional en cuanto al no 

ejerció de la acción penal por parte del Ministerio Público, por Jo que dir6 en este caso 

que .,. nece .. rte esta refonne ya que desde mi punto de vista conak:lero que no se 
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poc:lia dejar al ofendido por_ el delitD en estado de indefensión cuando se da el 

ac:reditamiento de los elementos del tipo y la probable responsabilidad para que el 

Ministerio Público ejercilll la llCCl6n penal sin hacerlo. 

Ahorai veamos tanto el texto anterior del articulo 21 Constitucional como el actual. 

El articulo 21 constitucional antes de la reforma literalmente decia: •La imposición de las 

penas es propia y exclusiva de la autoridad judicial. La persecución de los delitos 

incumbe al Ministerio Público y a la Pollcia .Judicial, la cual estara bajo la autoridad y 

mando de aquél. Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por 

las infracciones de los reglamentos gubemativos y de policía, las que únicamente 

conslstlnlln en multa o arresto hasta por 36 horas; pero si el Infractor no pagare la multa 

que se hubiese impuesto pennutará esta por el arresto correspondiente que no accederá 

en ningún caso de 36 horas•. 

Si el infractor fuere jornalero, obrero o trabajador, no podrá ser sancionado con multa 

mayor del importe de su jomal o salario de un día. 

Tratándose de trabajadores no asalariados la multa no excederá del equivalente a un día 

de su ingreso. 

El articulo 21 Constitucional con la reforma del 31 de diciembre de 1994, fue adicionado 

con tos párrafos: IV, V y VI, pero para nuestro tema en estudio es importante lo relativo al 

p•rrato IV que a la letra dice: "'Las resoluciones del Ministerio PúbHco sobre el no 
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ejercicio y deaiatimiento de 1• acción penal. poclr6n .. r impugnadas por via jurisdiccional 

en loa t6rminoa que eatmblezcm la l•Y-. 

Sergio Garcfa Ramfrwz halce un _,..iaia de la mencionadai raform8 manifestando que se 

tratm, sin duda de la m6a profunda refonna en este orden de coaaa, y por •Uo hubiera 

sido conveniente, en concepto de muchos, ampliar el conocimiento y el debate de los 

proyectos. 

Desde mi muy particular punto de vista, considero que esta refonna fue muy apropiada 

en virtud de que soy de la opinión de que el Ministerio Público no debe tener el 

monopolio del ejercicio de la acción penal, esto sin considerar además que con la 

refonna se da paso a que las leyes adjetivas sean reformadas y se profun,~ice más en el 

tema. 

La primera parte de la reforma de 1994 al articulo 21 se localiza en el párrafo cuarto de 

este precepto. Tiene que ver con un tema central de enjuiciamiento penal: el ejercicio de 

la acción persecutoria, recordemos que desde 1997 se ha estipulado -y la expresión 

persiste- que corresponde al Ministerio Público y a la Policia Judicial, ésta en calidad de 

auxiliar de aquél, la persecución de los delitos, mientras que coJTesponde al juzgador la 

imposición de las penas, ahora bien, para qua el tribunal despliegue su jurisdicción sobre 

un hecho supuestamente delictivo y en relación con el probable responsable -dicen los 

articules 16 y 19 de la Constitución- de este hecho, es preciso que el Ministerio Público, 

ejercite la acción penal. En este dato, principalmente, reside el carácter acusatorio del 

proceso penal mexicano lo que implica que siempre será a instancia de él. nunca de 

manel'll oficiosa. En consecuencia, el juzgador no puede abrir el proceso de oficio. 
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Los Intérpretes del articulo 21, desde 1917 hasta los últimos dias, han considerado que 

a. letra del precepto confiare al Ministerio Público el ejercicio de la acción penal, en 

exclusiva, sin Intervención de otras autoridades ni del ofendido por el delito. Esta 

interpretación se trasladó a la ley, se recogió en la jurisprudencia y predominó en la 

doctrina. Fue asi que prospero el llamado .. monopolio• del Ministerio Público en el 

ejercicio de la acción, suprimido en la refonna constitucional de 1994. 

Conviene observar cuáles han sido los elementos constitutivos del "'monopolio'". En 

primer término, éste supone la potestad exclusiva del Ministerio Público para investigar 

los delitos que son denunciados o por los que se presenta querella (u otra expresión de 

voluntad persecutoria), con el propósito de preparar, en su caso, el ejercicio de la acción. 

A esto se contrae la denominada averiguación previa penal, que es una etapa 

administrativa (instrucción administrativa) del procedimiento penal mexicano. 

En segundo término, el "monopolio" apareja la potestad del Ministerio Público exclusiva , 

de valorar al cabo la averiguación previa si se hayan satisfechas las condiciones de 

fondo para el ejercicio de la acción, es decir, los elementos que requiere en la especie el 

tipo penal y los datos conducentes a establecer la probable responsabilidad del 

indiciado. Sobre esta base, el Ministerio Público podrfa resolver, con autonomía de 

decisión, pero subordinación a la ley (principio de legalidad), si procedla el ejercicio de la 

acción o había lugar al no ejercicio, que determinaba el '"archivo" de las actuaciones, una 

forma de '"sobreseimiento'" administrativos con efectos generalmente definitivos. 

Por último, el "monopolio'" aparejaba la facultad del Ministerio Público para sostener la 

acción en el proceso, como acusador oficial, desde la incoación de éste hasta su 
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condusión natural en la .. ntenci•. El ofendido puede intervenir • titulo de coadyuvante, 

p•ra recl•mar el resarcimiento de loa d•ftoa patrimonl•I•• y mo,..les que el delito le 

causó. 

El segundo elemento mencionado provocó frecuentes debates. En los t•nninos del 

"monopolio'", las decisiones del Ministerio Público sobre el no ejercicio de la acción se 

hallaban sujetas, • un régimen de control interno: los órganos superiores de la 

procuraduría de justicia penal resolvian sin otra instancia acerca de fas "'ponencias" de 

no ejercicio presentadas por los inferiores. La Jurisprudencia de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación entendió que el ofendido no podia Impugnar la negativa de ejercicio 

de la acción en la vfa de amparo, porque esa negativa no quebrantaba ningún interés 

jurídico de la victima, en cuanto ésta carecía de la facultad de exigir el castigo. 

En la reforma de 1994, cambió profundamente el sistema que hasta aqui se ha descrito. 

En efecto, el Constituyente Permanente estableció (al cabo de las modificaciones 

practicadas en el Senado con respecto a la iniciativa presidencial) que .. las resoluciones 

del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal, podrán ser 

impugnadas por vfa jurisdiccional en los términos que establezca la ley ... 

En los documentos preparatorios de la refonna se manifestó que ésta obedece a Ja 

necesidad de prevenir actos de corrupción del Ministerio Público, que desemboquen en 

la impunidad de los delincuentes. Es obvio que la corrupción y la impunidad se previenen 

mejor con la buena selección y supervisión de quienes tienen a su cargo el ejercicio de 
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.. ta ct.liemct. misión persecutoria. En todo caso. ha desaparecido el segundo elemento 

del •monopolio• que se mencionó con •nterioridad, • saber. la facultad del Ministerio 

Público para resolver con autonomfa si se han satisfecho. confonne a la ley, las 

condiciones datenninantes del ejercicio de la acción. 

Pero la reforma no indica cuél es la via jurisdiccional que procede en estos casos, ni 

manifiesta qui6n esta legitimado para Impugnar el no ejercicio de la acción o el 

desistimiento de ésta, ni aclara qué efectos tiene la resolución que dicte, finalmente el 

juzgador, razón por la cual considero importante que se legisle al respecto lo más pronto 

posible, pero Independientemente de lo que se pueda decir con posterioridad, mi punto 

de vista al respecto es que 9ncontra del no ejercicio de la acción penal por parte del 

Ministerio Público cuando se encuentren acreditados los elementos del tipo y de la 

probable responsabilidad quien debe conocer del asunto son los Jueces de Distrito por 

medio del Amparo indirecto que promueva el ofendido por el delito, y dicha autoridad es 

la indicada para revisar las detenninaciones del Ministerio Público en cuanto al no 

ejercicio de la acción penal. 

4. AMPARO INDIRECTO. 

Concepto de Amparo: "El amparo es un proceso concentrado de anulación -de 

r;iaturaleza constitucional- promovido por vía de acción. reclamándose actos de 

autoridad. que tiene como finalidad el proteger exclusivamente a los quejosos contra la 

expedición o aplicación de leyes violatorias de las garantlas expresamente reconocidas 

en 1• Constitución; contra la inexacta y definitiva atribución de la ley al caso concreto; o 

contra las invasiones reciprocas de las soberanias ya federal ya estaduales, que 
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agravien direct8rnente • los quejosos. produciendo la -ntencla que conceda la 

protección el erecto de restituir tas cosas al estado que tenian antes de efectuarse la 

violad6n reclamada -si et acto •• de caf111cter positivo--. o el de obligar a la autoridad a 

que respete la g•rantfa violada, cumpliendo con lo que ella exige -si es de carácter 

negativo . .-

Cartas Arellano Garcla nos da una definición de la acción de amparo y nos dice que: .. es 

et derecho subjetivo de una persona fisica o moral, en su carácter de gobernada, para 

acudir ante el Poder Judicial de la Federación u órganos con competencia auxiliar, a 

exigir el desempet\o de la función jurisdiccional, para obtener la tutela de una garantia 

individual o de un derecho derivado de la distribución de facultades entre Federación y 

Estado, presuntamente violados por una autoridad estatal responsable.'° 

De las definiciones mencionadas encontramos que ambos autores coinciden. por lo que 

respecta a los elementos esenciales en el amparo que consisten principalmente en que 

el ofendido o agraviado puede acudir ante un tribunal federal a ejercitar una acción a fin 

de reparar su derecho violado y en este orden de ideas, consideramos que el amparo es 

procedente en contra de la detenninaci6n del no ejercicio de la acción penal por parte del 

Ministerio Público. en virtud de que en este caso se esta violando el derecho de una 

persona, sea esta fislca o moral, que considera que existen elementos suficientes para 

detenninar la culpabilidad del indiciado. 



'º' 
En nuestro sistema de derecho 90C0ntramos que existe el Amparo Indirecto y el Amparo 

Oir8cto. el indirecto •• del que conocen loa Jueces de Distrito y el directo es del que 

conoce 1• Suprema Corl9 de Justid• o los Tribunales Colegiados de Circuito. 

El .Juez de Distrito •• quien conoce del Juicio da Amparo lndeirecto, pues en él se da la 

posibilidad da que las partes interpongan el recurso da revisión previsto por la propia fey, 

dando lugar • l• segunda instancia que se tramitará, según l• competencia, o ante la 

Corte, o ante el Tribunal Colegiado correspondiente. Por lo tanto, cabe mencionar que 

los jueces de Distrito no pueden en ningún caso conocer del amparo directo, pudiendo 

llegar a presentarse ante ellos la demanda de este tipo, pero sin que tenga facultades 

para tramitar el juicio plantearlo, por no ser de su competencia. 

Las facultades de un Juez de Distrito son tan amplias que puede sostenerse, sin temor a 

equivocaciones, que son mayores a las de los Magistrados de Circuito y a la de los 

Ministros de la Suprema Corte; asf también, es una realidad que la procedencia del 

amparo indirecto es más amplia que la correspondiente al amparo directo. 

En el articulo 114 de la Ley de Amparo encontramos las hipótesis de procedencia del 

amparo indirecto y son : 

1:- Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por 

el Presidente de la República de acuerdo con la fracción 1 del articulo 89 constitucional, 

reglamentos de leyes locales expedidos por los Gobernadores de los Estados, u otros 

reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en 

viQor' o con motivo del primer 8Cto de aplicación, causen perjuicio al quejoso, 
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U.- Contra mctoa que no prov•na•n de tribun•le• judiciailea. mdminiatrwtivoa o del trabajo. 

En este caso, cuando el •cto 1'9damado emane de un procedimiento seguido en forma 

de juicio, el amparo a6lo pod<* promo_.. corma la resoluc:lón definitiva por violaciones 

c:ometidlla en I• mlam. rwaolución o clu,.,te el procedimiento, ai por virtud de estm última 

hubiere qued•do sin def.naa •I quejoso o prtvado de loa derechos que I• ley de la 

materia le concede~ a no ser que el amparo sea promovido por persona extrana a la 

controversia: 

111.-Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de 

juicio o después de concluido el juicio. 

Si ae trata de actos de ejecución de sentencia, s61o podré promoverse el amparo contra 

la úttima resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la 

misma demanda las dem41s violaciones cometidas durante el procedimiento, que hubiere 

dejado sin defensa al quejoso. 

Tratándose de remates, sólo podr6 promoverse el Juicio contra la resolución definitiva en 

que se promueve et desahogo: 

llV.- Contra actos en el juicio que tena•n sobre l•s personas o las cosas una ejecución 

que sea de imposible reparación; 

V.- Contra actos ejecutados dentro o tuera de juicio, que afecten a personas extrañas a 

•1. cuando la ley no establezca • favor del afectado algún recuso ordinario o medio de 
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defen .. que pueda tener por efecto modificartos o revocarlos. siempre que no se trate 

del juicio de lerceri•: 

VI.- Contrai leyes o actos de la autoridad Federal o de los estados, en los casos de las 

fr-=cionea 11 y 111 del articulo 1° de esta ley. 

El articulo 158 de la Ley de Amparo ser'\ala los supuestos de procedencia del amparo 

directo y nos dice que procede contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que 

pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, 

respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser 

modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida 

durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado 

del fallo, y por violaciones de garantfas cometidas en las propias sentencias, laudos o 

resoluciones Indicados. 

Una vez analizadas las causas de procedencia del amparo directo y del amparo indirecto 

llagamos a la conclusión de que encentra de las determinaciones del Ministerio Público 

en cuanto al no ejercicio de la acción penal es procedente el amparo indirecto ante el 

Juez de Distrito y esto lo podemos encuadrar dentro de la hipótesis que menciona que 

este tipo de amparo procede contra actos que no provengan de tribunales judiciales, 

administrativos o del trabajo. lo anterior es en virtud de que el Ministerio Público no es un 

tribunal ni administrativo, ni judicial ni del trabajo. 

Como comentario final a este punto quiero anotar que si en otros tiempos autores como 

e.tos Franco Sodi. Javier Pifia y Palacios, Juan .Jost!t González Bustamante, Octavio 
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Mec:lellln Catos, .Juv•ntino V. C•atro, M•riano Rufz-Funea y algunos otros, pugnaron en 

su i6poca, porque en contrm de la conductm det Ministerio Público, cuando se niega, a 

ejercltllr I• 8CClón peNll procedl•,. et juicio de _.,ntlas, porqué llhora que con la 

reforma al articulo 21 Constitucionmt .. deja .. puertll abierta para que proceda por vla 

jurisdiccional la revisión de ... determinaciones del Ministerio Público, no pueda 

proceder, por lo que considero que mqui lo único que resta •• hacer una revisión da las 

leyes procesales penates, de las leyes org*nicas del Ministerio Público y de la propia 

jurisprudencia federal, para hacer que el ejercicio de la acci6n penal sea considerado no 

como la expresión de un derecho subjetivo, susceptible de ejercitarse o no, por voluntad 

libre del Ministerio Público, sino como una función pública regida por el principio de 

legalidad más estricta. 

5. COMISION NACIONAL OE DERECHOS HUMANOS. 

La Comisión Nacional d• Derechos Humanos considera que cuando el Ministerio 

Público deja de ejercihlr I• •cclón pen•I un• vez que se encuentran acreditados los 

elementos del tipo y la probmble responsabilidad, •xiste una evidente violación a Ja 

garanll• consagrada en el articulo 21 Constitucional, lo cual debe motivar una 

redamaci6n que permita! un control jurtsdlccional de indole constitucional. 

La Comisión Nacional de Derechos Humanos ha dicho que •una de las fuentes de 

impunid•d de los delitos radie. en la posibilid•d de que el Ministerio Público, titular 

exclusivo de la acción penal, conforme a I• interpretación constante que la Justicia 

Federal ha dado al articulo 21 de nuestra Constitución Politica, .. abstenga, por motivos 

ajenos a la l•y, de ejercitar ••• 8CCión, sin que su negativa pueda ser objeto de otro 
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control que no se• el Interior y que permite que el Miniaterio Público revise sus propios 

actos. De eat8 suerte, el Ministerio Público •• la única autoridad en el pals que está al 

margen del control jurisdiccional por vfa de •mparo. por lo que v• • su negativa de 

ejercitar a. acción penal. Esta es Wla cuestión que desde hace tiempo ha venido 

Pf'90CU~ a quienes estiman que e. función estatal de perseguir a los delincuentes 

mita loa órganos jurisdiccionales, m•s que un derecho es un servicio público que no 

puede abandonarse, sin poner en peligro la seguridad social. El concepto de acción 

penal como derecho subjetivo, susceptible de ejercitares o no, a voruntad del Ministerio 

Público es una mera ficción jurfdica, para explicar la posición que en la técnica del 

proceso acusatorio, asume el Ministerio Público enfrente del acusado y su defensor, pero 

cuando se le lleva al punto de considerar que autoriza, sin limite, al Ministerio Público 

para que pueda abstenerse libremente de ejercitar la acción persecutoria, aunque estén 

reunidos los elementos objetivos que la tunden, es manifiesto que se desnaturaliza la 

función que corresponde • la propia institución. Es indudable que se hace necesario 

revisar semejantes situaciones en forma de hacer efectiva la caracteristica de legalidad 

en la actuación del Ministerio Público, no sólo como un principio doctrinario, sino como 

una situación legal expresa, que no podrá quebrantarse sin motivar una medida de 

reparación constitucional•. 

La Jurisprudencia de la Suprema Corte, mantenida en la actualidad por los Ministros de 

la Primera Sala, puede resumirse en la tesis siguiente: 

•Confonne al articulo 21 Constitucional, el ejercicio de la acción penal compete exclusiva 

mente al Ministerio Público como representante de la sociedad, y no a loa particulares. 

De esto - deduce que dicha -=ci6n no ••~ ni puede estar comprendidai en patrimonio 



110 

de 6atoa, ni constituye un derwcho privativo de loa miamos. En tail virtud, .. procedencia 

del ejercicio de elltll 8CClón por pmte del Minl•terlo público, aun en lo• •upuesto• de que 

- ~ de juZgllrSe Indebida, lellionarla, en último caso, el derecho •ocl•I de 

perseguir un juicio de reapona.bilided, pero de ningunm rnmiera darf• mat.ria para una 

controversia constitucional, pues de .. tablecerse lo contrario, •• decir, de conceder el 

amp.,.,, ••t• tendrla por objeto obligar a la eutoridad rwsponseble a ejercer la 11Cd6n 

penal, to cual equiv•ldrfa a dejar al arbib1o de los Tribunal•• de la Federación, la 

peraecución de toa delitos, co .. que no est. dentro de aua facultaides•. (Semanario 

Judicial de la Federación. Tomo XXXIV, página 1986 y Ap6ndlce al Tomo LXIV, página 

329). 

Lm jurisprudencia Federal Invoca, asimismo, otro concepto para estimar improcedente el 

amparo contnl la negligencia del Ministerio Público, y que ae hace consistir en que dicha 

Institución actúa como parte en el proceso y no como autorid8d en ClRlnto se refiere al 

ejercicio de la acción punitiva. -Cu.indo Ejerc.im la acción penal en el proceso -se afirma­

tiene el carácter de pairta y no de autorid8d, y por lo mismo, contrm sus actos, en tales 

casos, es improcedente el juicio de garantl••. y por la misme razón. cuando se niega a 

ejercer la acción penel•. (Apenedice al Tomo LXXVI del Semanario .Judicial de la 

F-raci6n, págln• 983). 

De suerte que '8 ruptura de un sistema d• Segalidad por parte del Ministerio Público 

cuando - nlege a ejercitar la ecci6n penal, a pesar de eai.r rwunidos tos presupuesto 

objetivos Jndlspen .. blea pa,.. ello, no d• materia • una controversia ni menos a una 

protección constitucional, por ••ta• razones • saber. 
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PRIMERA: El ejercicio de la •cción penal compete exclusivamente el Ministerio Público y 

no • los particulares. Dicha acción no esta ni puede estar comprendida en el patrimonio 

de eataa ni constituye un derecho privado de los miamos. 

SEGUNDA: La abstención <MI Ministerio Público en el ejercicio de la acción penal aun en 

el supuesto da que fuere Indebida, leslonarla, en último caso, el derecho social, de 

perseguir los delitos, pero no derechos ni garantias individuales, y puede dar motivo a un 

juicio de responsabilidad, pero no a un juicio de garantias. 

TERCERA: Conceder el amparo, en casos semejante, tendría por objeto obligar a la 

autoridad responsable a ejercor Ja acción penal, lo cual equivaldría a dejar al arbitrio de 

los Tribunales de la Federación la persacucl6n de los delitos, cosa que no esta dentro de 

sus facultades. 

CUARTA: Cuando el Ministerio Público ejercita la acción penal o cuando se niega 

ejercitar1a, obra como parte en el proceso, no como autoridad ,y por lo mismo, contra sus 

actos es improcedente el juicio de garantías. 

Examinando con atención Jos fundamentos de la postura jurisprudencial, la Comisión 

Nacional de Derechos Humanos comienza por reconocer que, dentro del sistema 

~cusatorio y de las tesis dogmáticas de que el delito, para serto, necesita estar dirigido 

contra el interés social, nunca entra en el patrimonio de los particulares el derecho de 

perseguir et delito, por medio de la acción penal, cuyo ejercicio compete privativamente 

al Ministerio Público. 
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Sin embargo ••ta no •• un• razón P•nl invalidar el derecho de lmpugn•r I• inactividad 

del representante aoci•I. puesto que, cuando •I ofendido redamai, a trav6s de un recurso 

ordinario, si lo hubier9, o del juicio de _.,ro, si no hubieN recurso ordinario, la actitud 

neg11tiv• conque et Mini1terio Público .. cn.azm de braZoa ente un delincuente y se 

abstiene de ejerciUir 1• acci6n pen•, no -t.6 pidi9ndo de ningún modo, que ae le 

atribuy• o transfierai, incluyéndola en au patrimonio privado, la facultad da perseguir el 

delito. Por el contrario, cabe asegurar que en la bese misma de su impugnación se 

encuentra el reconocimiento Incondicional de qua el Ministerio Público es el titular único 

de I• acción penal, ya que lo que ataca no es que ejercite esa acción, sino precisamente 

que no la ejercite. 

La facultad de realizar un acto legislativo, jur1sdiccional o administrativo, es eminente e 

inalienablemente pública; nunca puede asta dentro del patrimonio del particular 

interesado, lo cual no significa, sin embargo, que éste no pueda reclamar ese acto, si por 

medio de el se desconoce o perjudica algún derecho suyo, sin previo juicio. Nadie creerá 

que pretende lnsmlcuirse en el ejercicio de esa facultad. 

Lo que el ofendido inconfonne demanda, por medio del juicio de garantias, no es 

convertirse en un fiscal a su propio servicio, sino simplemente que, dentro de la técnica 

del juicio se declare que el acto negativo del Ministerio Público no es fundado ni esta 

debidamente motivado en las normas legales que deben regirlo y que, con ello, le irroga 

un perjuicio al pr1var1o de Ja posibilidad de optener en el procedimiento penal la 

satisfacción de un derecho que ese si, esta incluido en su patrimonio privado, como lo es 

el que tiende a ta reparación de dar.o. reparación que no es solamente pecuniaria sino 

también moral. 
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No My base legitima para sostener que por haberse elevado a la categorla de pena 

pública la reparación del dal'\o proveniente del delito, deja el ofendido de tener el 

canicter de titular exclusivo del derecho de percivirta. Tanto es asi, que el Estado no 

puede apropiara• del Importe de la reparación si esta es pecuniaria más que en el caso 

de que el ofendido renuncie a ella expresa o tácitamente. 

Nadie sostiene que el ofendido tenga derecho a pedir que se imponga a su ofensor una 

sanción corporal o pecuniaria que no sea la de indemnización, ni que la falta de ejercicio 

de la acción penal, precisamente para obtener la imposición de penas de esta 

naturaleza, llegue a privarte de un derecho de que carece. 

Pero lo mismo no puede decirse de la reparación del daño, porque su derecho a ella si 

esta en su patrimonio vinculado a su personalidad fisica y moral, y si el Ministerio Público 

con su inercia ilicita, lo priva de ese derecho o le coarta su ejercicio ocasionándole un 

perjuicio se hace cuesta arriba creer que no se le viola una garantia individual. 

Porque, después de todo ¿qué es una garantla individual? Una garantía individual no es 

otra cosa que la fonna de protección constitucional de un bien jurídico vinculado a la 

person•Hdad fisica o moral de un Individuo. No se pretende que la victima tenga el 

derecho de ver. saber y comprobar que su ofensor ha sido ajusticiado, encarcelado o 

multado, porque esto serla un apasionado retomo a la venganza privada; pero a lo que 

si tiene indiscutible derecho -y este derecho es necesariamente un bien jurídico 

incorporado a su patrimonio moral y económico- es que el daño que ha sufrido sea 

reparado. Las leyes penales sustantivas y procesales. establecen medios y formas para 

la realización y satisfacción de ese derecho cuyo ejercicio no es dable impedir sin 



114 

desconocer esos medio y fonnas de su protección y. en fin de cuentas. sin desconocer y 

violar una garantía individual. 

No es cierto que conceder el amparo contra la indebida negHgencia del Ministerio Público 

tenga por objeto obligarte e ejercitar la acción penal. ni equiv•'a• a dejar al arbitrio de los 

tribunales federales ta persecución de los delitos. Semejante criterio se deriva de un 

eventual olvido del mecanismo y de la verdadera finalidad del juicio constitucional. 

Una sentencia favorable al quejoso en un juicio de amparo, se limita a declarar que el 

acto reclamado es inconstitucional, por haberse ejecutado o tratar de ejecutarse sin 

sujeción a las normas legales que deben disciplinarte y que, en consecuencia, la misma 

autoridad responsable -y nadie más, porque su responsabilidad es intransferible- esta 

obligada a proceder de acuerdo con estas normas, en todo caso lo más que ocurre es la 

vigilancia de que los actos de\ Ministerio Público se encuentren apegados a la legalidad, 

que bajo ningún concepto puede subversirse. 

La concesión del amparo contra la inercia del Ministerio Público no indicarla, no debe 

ordenar a\ Ministerio Público que ejercite, por fuerza, la acción punitiva; simplemente le 

dirá que su determinación de no ejercicio de la acción penal, es inconstitucional, en 

cuanto se desentiende de la ley sustantiva que define los delitos o de la procesal que 

rige la acción penal. 

Es imposible admitir que la concesión del amparo contra la negligencia del Ministerio 

Público, equivalga a que el tribunal federal tome bajo su arbitrio la persecución de los 

delitos, sustituyéndose, usurpadoramente, en la facultad de esa Institución, porque 



115 

semejante argumentación suicida, aplicable en cualquier otro caso de violación de 

garantías Individuales, harfa nugatoria la función de regulación constitucional que 

compete el Poder Judi-1 F•d•rel. 

La última de las condiciones que fundamentan la jurisprudencia vigente, aquella que 

pretende que, cuando el Ministerio Público de niega a acusar, obra como parte y no 

como autoridad, en el proceso, y por ende, su inactividad es inatacable por medio del 

juicio de amparo, puesto que 6ste ha sido instituido únicamente para reprimir actos 

autoritarios, no resiste por deleznable, un análisis apoyado en una justa discriminación 

de la distinta naturaleza de las actividades que efectúa esa institución a lo largo del 

proceso penal. 

No es acertado afirmar, radicalmente, que, en el proceso penal, el Ministerio Público obra 

siempre como parte (durante el proceso), ni tampoco que obra siempre como autoridad 

(durante la averiguación pervia), por no estar inspirado por ningún interés. No cabe duda 

que si representa un interés legitimo, entendiéndolo no como un provecho u lucro, sino 

como una utilidad social, una norma valorativa. 

Actúa como autoridad en tanto en cuanto sus detennlnaciones y actos tienen fuerza y 

validez, sin necesidad de sanción judicial; y como parte, si se limita a solicitar acuerdos o 

a excitar la actividad del órgano jurisdiccional. 

La consignación de averiguación pervia con pedimento de orden de aprehensión; la 

promoción de pruebas durante la instrucción y la fonnulaclón de conclusiones 
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acusatorias, etc., son actos d9 parte, por cuanto carec::en de eficacia definitiva, mientras 

la autoridad judicial no acceda a la• peticiones d•I Mlnlawrio Público. 

En cambia la negativa de consignar la avariguación penria. •I de•l•timlento de una 

8Ceión ya iniciada o la formu\acl6n de conclualon.s inacusatofiaa, esas si son 

actividades que gozan de validez aut6noma, sin necesidad de apoyo de una resolución 

Una vez que hemos plasmado la opinl6n de la Comisión Nacional de Derechos Humanos 

respecto a nuestro tema de estudio, llegamos a la conclusión de que dicha Institución 

considera que debe ser procedente el juicio de garantlas en contra de la negativa del 

Ministrio Público cuando se encuentran reunidos los elementos indispensables para 

ejercitar la acción penal, por todas las razones antes expuestas. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA. Durante las distintas etapas de la historia encontramos que siempre ha 

existido la figura del Ministerio Público aunque nombrado de diversa formas, pero 

siempre considerado como representante da la sociedad y con la principal función de 

Investigación de los delitos. 

SEGUNDA. El Ministerio Público es considerado como un órgano del Estado • de muy 

diversas atribuciones, ya sea de fndole administrativo o dentro del proceso penal como 

representante social en el ejercicio de la acción penal, asi como fiel guardián de la 

legalidad, velando por los Intereses de la sociedad en los casos y por los medios que le 

asignen las leyes. 

TERCERA. Para que el Ministerio Público pueda cumplir con las funciones que le han 

sido encomendadas, es necesario que cumpla con detenninados principios que se 

desprenden de la ley y la doctrina, mismo que lo caracterizan, como son: principio de 

jerarqula, indivisibilidad, irrecusabllidad, oficiosidad, legalidad e independencia. 

CUARTA. El Ministerio Público tiene diferentes funciones entre las que se destacan: la 

función investigadora, la persecutoria, la acusatoria y la función social que es muy 

importante desde mi punto de vista ya que es el encargado de velar por tos Intereses de 

la sociedad, y por esto es llamado REPRESENTANTE SOCIAL. 
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QUINTA. El Ministerio Público tambi6n tiene establecidas algunas atribuciones entre las 

que destacan: la vigilancia de la constitucion•lidad y tegalldad; promoción de la pronta, 

expedtt. y debida procuración de justicia; protecclón de intereses de menores y la más 

Importante que es la persecución de los delitos en el orden federal y local. 

SEXTA. La acción es un concepto que puede darse en varias esferas del Derecho; para 

precisar a cuél de estas corresponde debe,.. tomarse en cuenta la nonna violada, de tal 

manera que al Infringir una disposición civil esto dará lugar a la acción civil, y cuando se 

trate de una norma de Derecho Penal sustantivo se estará en el caso de la acción penal. 

SEPTIMA. La acción civil está a cargo de la parte lesionada, ya sea un particular o una 

persona moral, la acción penal es pública, surge al nacer el delito; está encomendada a 

un órgano del Estado. 

OCTAVA. La acción penal es el poder Jurfdico de excitar y promover la decisión del 

órgano jurisdiccional sobre una detenninada relación de derecho penal. 

NOVENA. La acción penal durante la historia ha atravesado por tres periodos: La 

acusación privada etapa en la cual el individuo que resentia el dai'lo ejercitaba la acción 

penal; la acusación popular que fue una figura a través de la cual los ciudadanos 

tuvieron en sus manos el ejercicio de la acción, pues no sólo el ofendido podía ejercerla, 

sino también los ciudadanos solicitaban a la autoridad la reparación del delito y por 

último la acusación estatal; en 6sta son los órganos del Estado los que ejercitan la 
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acción •I cometerse un delito y el estado es el que debe reprimirlos. velando as( por el 

interés general. 

DEClllA. En nuestro sistema • confonne al articulo 21 constitucional, el ejercicio de la 

acción penal se le encomienda a un órgano del Estado denominado Ministerio Público. 

DECIMAPRIMERA. El fundamento del ejercicio de la acción penal lo encontramos 

establecido en el articulo 21 de la Constitución, el cuál nos dice: .. la imposición de la 

penas es propia y exclusiva de la autoridad judicial. La persecución de los delitos 

Incumbe al Ministerio Público y a la Policfa Judicial, la cual esta bajo la autoridad y 

mando de aquel·. 

DECIMASEGUNDA. En nuestro sistema de derecho encontramos que existe el Amparo 

Indirecto y el Amparo Directo, del primero conocen los Jueces de Distrito y del segundo 

conoce la Suprema Corte de Justlcia de la Nación o los Tribunales Colegiados de 

Circuito. 

OECIMATERCERA. En contra de las determinaciones del Ministerio Público en cuanto al 

no ejercicio de la acción penal es procedente el Amparo Indirecto ante el Juez de Distrito. 

m;>ECIMACUARTA. La Comisión Nacional de Derechos Humanos considera que cuando 

el Ministerio Público deja de ejercitar la acción Penal, una vez que se encuentran 

acntdttados los elementos del tipo penal asi como la probable responsabilidad, existe 
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una •vidente violación • a. ga,..ntl• conaagrmda en •1 articulo 21 Constitucional. lo cual 

debe motivar una reclamaci6n que pennitm un control juri•diccional. 

DECIMAQUINTA. El articulo 21 Constitucional 11Ufr16 importante refonna el 31 de 

diciembre de 1994 por lo - respecta al no ejercicio - la acción penal, la cual 

considero que fue muy útil, ya que asl no .. podrán dejar impunes loa delitos en los 

cuales se encuentren reunidos lo• elementos necesario para que sea ejercitada la acción 

penal. 
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